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1. EL PAGO O CUMPLIMIENTO. NOCIONES BASICAS

Toda relacién juridica obligatoria supone una previsién de futuro
que entrafia un determinado comportamiento por el deudor (deber de
prestacién) y la satisfaccién del legitimo interés del acreedor (expec-
tativa de prestacién). Como vinculo esencialmente perecedero, la obli-
gacién nace orientada hacia su extincién normal o natural mediante el
juego de conductas personales que suponen la’ materializacién del pro-
grama de cooperacién previsto a la hora de su constitucién. El acreedor
no persigue otra cosa que la realizacién de su interés y el deudor sélo
estd obligado a obsetvar aquella conducta que permita la verificacién
de semejante acontecer. A este conjunto de previsiones y voluntades
se suele hacer referencia mediante los términos cumplimiento de la obli-
gacién. Solutio est praestatio eius quod est in obligatione.

La circunstancia de que el cumplimiento de la relacién obligatoria
determine, como es obvio, su desaparicién o extincién explica que
tradicionalmente tanto los Cédigos como la doctrina se hayan ocupado
de aquél a propésito de la extincién de las obligaciones. Y asi nuestro
Cédigo civil en el genético articulo 1.156 contempla al pago 6 cum-
plimiento como una de las causas por las que las obligaciones se ex-
tinguen, igual que ocurre en el Cédigo francés y en el italiano de
1865. Ahora bien, configurar el cumplimiento exclusivamente como
modo de extinguir el vinculo obligatorio es quedarse tan sélo con el
resultado vy no ver la importante faceta anterior de efecto de la obliga-
cién que el mismo entrafia y que, junto al incumplimiento y la pro-
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teccién juridica del acreedor, comportan el cuadro completo de la efi-
cacia de la relacién juridica obligatoria. Es lo que ocurre en el Cédigo
suizo de las obligaciones y en el Cédigo civil italiano de 1942.

Y, ciertamente, a poco que se considere la cuestién, se cbservard
que el hecho de que el cumplimiento de una obligacién determine su
extincién no puede presentarse como el dato definidor de la figura, ha-
bida cuenta de que el mismo es mera consecuencia de un determinado
acontecer, juridicamente relevante y previsto en el programa de la obli-
gacién, que tiene propia sustancia y puede considerarse en si y por si
al margen de las repercusiones que es susceptible de provocar. Se ex-
plica, asi, que el enfoque dogmaticamente correcto del tema del cum-
plimiento deba hacerse fuera del 4mbito estricto de las causas de ex-
tincién de las obligaciones y ubicarse en el anterior v mds amplio campo
de la dindmica de las mismas, que corresponde al momento de la exis-
tencia de los vinculos obhgatonos y no al de su muerte.

La doctrina y la ley, particularmente en nuestro sistema donde es
el propio Cédigo civil el que impone la sinonimia o equivalencia (ar-
ticulos 1.156, 1.157, 1.821, etc.), utilizan indistintamente los términos
cumplimiento y pago para referirse a ese especial estado juridico que
tiene lugar cuando se realizan las previsiones contempladas en el pro-
grama obligacional. En adelante asi se va a hacer a lo largo de toda
esta materia, pero, de todas formas, para evitar malentendidos e in-
necesarias repeticiones y aclaraciones, bueno serd precisar el sentido y
alcance que se atribuye a los términos aludidos.

En Derecho romano, la palabra solutio tuvo dos significados, uno
amplio, que se corresponde con su origen y etimologia, equivalente a
disolucién del nexo obligatorio o liberacién del deudor, cualquiera que
haya sido €l medio utilizado para provocar semejante efecto extinti-
vo (1). Como dice, en tal sentido, Paulo, «la palabra pago corresponde
a toda liberacién hecha de cualquier modo y se refiere més bien a la
sustancia de la obligacién que al pago del dinero» (2). Y el otro es-
tricto, posterior en el tiempo, como realizacién por parte del deudor
de aquello que debe al acreedor: «Se est4d de acuerdo en que con la pa-
labra solutio se ha de abarcar también toda satisfaccién; decimos que
paga el que hace lo que prometié hacer» (3).

También en la actualidad el término pago se utiliza unas veces en
el sentido restringido de pago pecuniario, esto es, entrega de una suma
de dinero (el solvere summan o numerare pecumam), y otras en su acep-
cién normal y técnica de ejecucién efectiva de la prestacién debida, con
indiferencia de que su contenido sea de dar, hacer o no hacer: Eius,
quod debetur, uti debetur praestatio.

De la misma manera, en relacién a la palabra cumplimiento se ha
sefialado por algin autor (Krestschmar) que existen dos clases del mis-
mo, uno en sentido amplio, que comprende todos aquellos casos en

(1) Cfr. nuestro Curso de Derecho romano. Derecho de obligaciones.
Caracas, 1964, péags. 7 ss.

(2) D. 46, 3, 54. :

(3) D. 50, 16 176, Solvere dicimus eum qui fecit facere promzstt
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que puede afirmarse que se cumple la obligacién porque se ha realizado
el interés del acreedor por cualquier medio, y el otro restringido, que
abarcaria los supuestos en que- tiene lugar la actuacién del contenido
de la obligacién y consiguiente satisfaccién del derecho del-acreedor
mediante la actividad personal desarrollada por el propio deudor (4).
Aqui, en realidad, aunque Beltrdn de.Heredia estime que tanto la fi-
nalidad como la funcién y la estructura son distintas en ambos tipos de
cumplimiento no se alcanza a ver cémo una u otra modalidad puede
catalogarse de amplia o estricta, ya que, a diferencia de lo. que ocurre
en los otros términos antes considerados, el pretendido caricter amplio
de la primera de las acepciones sélo podria tener lugar. sobre la base
de atribuir a la segunda una configuracién, que ni encuentra apoyo en
la ley ni se justifica su admisién, pues en este punto, de existir alguna
diferenciacién, la misma se cubre de manera suficiente con sefialar que
junto al cumplimiento voluntario o normal de las obligaciones existe
la ejecucién forzosa o anormal de las mismas (bien in natura, bien por
equivalente), situacién que dificilmente cabe catalogar stricto .sensu
como de cumplimiento, ni siquiera en el caso de la ejecucién forzosa
en forma especifica, habida cuenta que, como advierte Herndndez-
Gil, «para llegar a la ejecucién forzosa ha de pasarse a través de un
incumplimiento voluntario e imputable» (5). _

Parece, pues, que utilizado el término pago en su sentido técnico y
normal y visto el de cumplimiento en el escueto 4mbito en que .debe
operar no existe mayor obsticulo para proceder al uso indiscriminado
de los mismos, sobre todo en ordenamientos civiles, como el nuestro,
en que la propia diccién legal, aunque no siempre con el debido rigor
y generalidad, se sirve de ellos como sinénimos o equivalentes.

2. EL CONCEPTO DEL PAGO O CUMPLIMIENTO

Se comprende sin dificultad que adelantar una definicién respecto
al pago o cumplimiento de las obligaciones es algo que se halla en in-
tima y necesaria relacién con la idea que se tenga en torno a la es-
tructura de la obligacién misma, punto este oscuro y polémico en el
que no corresponde entrar a fondo en este lugar por més que deban
hacerse las necesarias referencias. , .

Sabido es que segin la doctrina tradicional, entroncada directamen-
te en la distincién romana entre actiones in rem e in personam, el acree-
dor es titular de un derecho subjetivo que, .a tenor de las ideas de
Savigny, supone un sefiorio sobre la persona del deudor y se concreta
en que determinados actos de éste quedan sustraidos a su esfera de
libertad y sometidos a la voluntad de aquél («el sefiorio del acreedor
sobre un acto singular del deudor», es-la férmula de Savigny).

.(4) Cit. por BELTRAN DE HerEDIA, El cumplimiento de las obligaciones,
Madrid, 1956, pag. 4. -
(5) HEerNANDEZ-GIL, Derecho de obligaciones, Madrid, 1960, péag. 273.
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Semejante concepcién subjetivista de la obligacién y de su conte-
nido reduce la prestacién a una actividad de cardcter personal que el
deudor debe ejecutar y el acreedor tiene derecho a exigir, y, en conse-
cuencia, el cumplimiento de aquélla no pueda tener lugar mds que en
virtud del concreto comportamiento del deudor orientado a ejecutar lo
debido (deber de prestacién), por lo que en el caso de ejecucién for-
zosa o actuacién voluntaria del tercero no estamos en presencia de un
genuino pago, sino tan sélo ante la mera satisfaccién del interés del
acreedor que, a lo mds, cabe considerar, segin la expresién de Pacchio-
ni, como «subrogado o sustitutivo del mismo».

Frente a esta postura, que sélo enlazaba con la concepcién romana
de la obligatio como vinculum iuris de la dltima etapa de su larga
evolucién histdrica, se alega (Brinz) que la actividad del deudor no
puede ser objeto del sefiorio del acreedor ni en el momento en que
tiene lugar, en cuanto desaparece en ese mismo instante, ni con antela-
cién al mismo, en cuanto constituye algo intangible, imprevisible e
insujetable que pertenece a la estricta esfera psiquica del deudor. Al
calor de estas ideas, de indudable fuerza 16gica, se trata de hallar qué
serd realmente el objeto de la obligacién en lugar de la inaccesible con-
ducta del deudor.

Aqui, la imaginacién y la osadia se desatan a la busqueda de todo
tipo de suceddneos. Para Kopen, el derecho de crédito es un derecho
sobre un valor que estd contenido en el patrimonio del deudor, y en
parecidos términos para Demelius la obligacién incide sobre un valor
pecuniario que se encuentra en patrimonio ajeno. Para Betti, en la
obligacién moderna su objeto no es tanto la actitud de cooperacién del
deudor cuanto la prestacién en si misma, en su consistencia objetiva);
en opinién de Carnelutti, el cumplimiento de la obligacién consiste en
permitir por parte del deudor que el acreedor reciba y goce la cosa
(bien debido), mientras que Nicold, si bien ve en éste el objeto del
derecho del acreedor, niega, empero, que el bien debido constituya el
punto de referencia, ademds del deber del deudor. Por este deslizante
camino se llegard sin excesivo esfuerzo a conformar la relacién obli-
gatoria como una relacién entre patrimonios (Polacco), a no diferen-
ciar entre el derecho real y la obligacién (Guademet, Gazin) y a con-
siderar ésta como un derecho real de garantia similar al de prenda (6).

En realidad, todo arranca de la conocida teoria del debitum y la
obligatio (Schuld y Haftung en la terminologia alemana) como elemen-
tos constitutivos de la relacién obligatoria: el primero consistiria en el
deber de observar por parte del deudor el comportamiento debido, al
que corresponderia una expectativa de prestacién por parte del acree-
dor, y la segunda en el sometimiento de su patrimonio a la realizacién

(6) «Toda la historia de la obligacién —pretende resumir Gaudemet—
es la historia del progreso del segundo caricter (valor) sobre el primero
(vinculo): se la considera cada vez mas como un valor, como un compro-
miso de los bienes; y su caricter de vinculo entre dos personas, sin desa-
parecer, pierde cada vez mds fuerza, tanto desde el punto de vista de su
importancia, cuando de sus efectos»: Teoria general de las obligaciones,
México, 1974, pag. 28.
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de lo debido, a la que también corresponderia la expectativa de satis-
faccién del sujeto activo, segin las difundidas expresiones de Betti.
Esta concepcién, que arranca con Brinz, encontré una extraordinaria
acogida y toda una pléyade de juristas se afanaron por descubrir estos
dos factores de la obligacién en los mds diversos ordenamientos histé-
ricos, desde el babilénico y el griego hasta el sueco, el germdnico, el
franco y el sajén, sin olvidar, desde luego, al Derecho romano. '

La consecuencia natural de esta concepcién objetiva o patrimonia-
lista del contenido de la obligacién es la de estimar que el cumplimien-
to de la misma no consiste en otra cosa que en la obtencién del fin
econémico perseguido y la realizacién del derecho del acreedor sobre
el patrimonio del deudor. Si la obligacién es aquella relacién juridica
de vinculo o tensién que est4 orientada al logro de una finalidad eco-
némico-social, es decir, a la finalidad de que el acreedor consiga la
satisfaccién de su interés privado, se explica que la actividad a que estd
obligado el deudor tenga la simple funcién de medio, medio normal,
pero no exclusivo, ya que el acreedor puede también obtener lo que
aspira mediante la actuacién de un tercero o por obra del Estado a
través de la ejecucién forzosa. E, incluso, como lo esencial y determi-
nante es el fin de la obligacién, se llegard a afirmar que debe estimarse
verificado el cumplimiento siempre que dicho fin tenga realizacién
aunque nadie haya plasmado la actividad pertinente para cumplir (Hart-
mann),

Todo se hace girar asi en torno a la responsabilidad que pasa a ser
el dnico aspecto verdaderamente relevante en la estructura de la obli-
gacién. El «deber de esfuerzo» que corresponde al deudor para tratar
de alcanzar el fin perseguido por la obligacién pasa a un plano secun-
dario (Hartmann propone la sustitucién del término prestacién por los
de fin de la obligacién), ya que cuando el deudor no lo cumpla entrard
en juego la garantia patrimonial o responsabilidad que hace posible la
obtencién del fin sin que se precise la actuacién personal del obligado.
Se explica, en consecuencia, que el derecho del acreedor sea contem-
plado como un simple poder sobre el patrimonio del deudor, de con-
trol en un primer momento y de agtesién con posterioridad, y que haya
autores (Pacchioni) que se resistan a considerar como auténtico derecho
subjetivo la posicién del acreedor en la estricta relacién del débito, ya
que derechos subjetivos son tan sélo aquellos que confieren a su
titular una potestad sobre el mundo exterior.

A estas alturas, puede afirmarse que, no obstante su extraordinaria
difusién, la teorfa del débito y la responsabilidad no ha logrado cuajar
en el intento de configurar la relacién juridica obligatoria sobre la base
de colocar al acreedor en una situacién de poder actuat en el patrimo-
nio del deudor y a éste en la de quedar sometido tan sélo a la accién
ejecutiva del acreedor sobre los propios bienes, pues contra ella conspira
la evidencia que el poder del acreedor para agredir el patrimonio del
deudor sdlo resulta operativo en el caso de que éste no cumpla volun-
tariamente su deber de prestacién, circunstancia que coloca en un pri-
mer plano jnobjetable la actividad del deudor a la hora de contemplax
el cumplimiento de la relacién obligatoria.
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No cabe reducir el derecho de crédito a un mero «deber de recibir»
que no se corresponda con un previo y necesario «deber de prestar»
a cargo del deudor ni siquiera en el plano de la pura construccién 16-
gica. La responsabilidad patrimonial del obligado no puede estimarse
de otra manera que como el sometimiento de los bienes del deudor al
poder ejecutivo del acreedor caso de incumplimiento de la obligacién,
por més que de la literal y poco técnica diccién del articulo 1.911 del
Cédigo civil espafiol pareciera deducirse otra cosa («del cumplimiento
de las obligaciones responde el deudor...»). Sin necesidad de relegar
la responsabilidad, segtin algunos pretenden (Binder, Carnelutti), al
campo del Derecho procesal como mera consecuencia del poder de
ejecucién forzosa que corresponde al acreedor, cabe estimar que el de-
recho de crédito supone un auténtico poder para exigir el cumplimien-
to de la obligacién, lo que determina que, en caso de incumplimiento,
pueda también el acreedor reclamar la ejecucién forzosa como una
simple consecuencia del genuino derecho subjetivo que ostenta.

La responsabilidad concebida como sometimiento del patrimonio
del deudor al poder de agresién del acreedor no es otra cosa que la
materializacién in specie de la tutela judicial concedida en principio a
todo derecho subjetivo para su realizacién (en definitiva, para que sea
tal). Como dice Beltrdn de Heredia, siguiendo a Gierke, «la prestacién
de ejecucién no viene a ser mds que un elemento de la prestacién de
la tutela juridica y, por tanto, un derecho subjetivo ptblico frente al
Estado que complementa el derecho subjetivo privado, pero siempre
su fuente y razén de ser, desde el punto de vista del Derecho material,
es el derecho de crédito del acreedor (7).

La concepcién personalista de la obligacién conduce, pues, a una
consideracién estricta del cumplimiento que lo reduce a la ejecucién
de la prestacién debida mediante la oportuna actuacién del deudor,
mientras que la concepcién patrimonialista nos lleva a una nocién am-
plia del cumplimiento en la medida en que se difumina la conducta
del obligado en beneficio del tinico objetivo de obtener por cualquier
medio la plena satisfaccién del interés del acreedor. Tal como piensa
Larenz, en este tltimo sentido, «por ejecucién de la prestacién no sélo
se comprende la actuacién del deudor encaminada a cumplitla, sino
también la obtencién de su resultado» (8). ¢Cudl de estos criterios
debe preponderar a la hora de ensayar un concepto del pago o cum-
plimiento?

En verdad, segin ha resaltado certeramente Giorgianni, que la
obligacién del deudor tenga como punto de referencia la prestacién y
que ésta consista en un comportamiento, esto es, en una actividad
personal, a que el deudor estd constrefiido, no deberia haberse puesto
nunca en duda (9), pues dificilmente cabe ignorar que nuestra actual
relacién obligatoria, heredera directa del iuris vinculum romano, su-
pone un tipo de relacién juridica en cuya virtud un sujeto resulta obli-

(7) BELTRAN DE HEREDIA, El cumplimiento..., op. cit., pag. 40.

(8) LareNz, Derecho de obligaciones, 1, Madrid, 1958, pag. 408.

(9) GIORGIANNI, La obligacion (La parte general de las obligaciones),
Barcelona, 1958, pag. 198.
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gado a un determinado comportamiento para satisfacer un interés de
otro sujeto, interés que no tiene por qué ser necesariamente patrimo-
nial (art. 1.174 del Codice civile). La relacién juridica obligatoria se
integra por una titularidad activa, que supone el genuino derecho de
crédito orientado a obtener la prestacién debida, y una titularidad pa-
siva, que consiste en el auténtico deber de prestar a cargo del deudor
y que se hard efectivo sobre su patrimonio en caso de incumplimiento
voluntario,

Esto es lo bdsico y determinante desde el punto de vista de la es-
tructura de la obligacién, sin que ésta se desdibuje en nada por la cir-
cunstancia de que el nacimiento y la existencia de la misma respondan
a un interés del acreedor a cuya satisfaccién se enrumba el vinculo, pues
precisamente’ en la obligacién la orientacién de un determinado deber
a la satisfaccién de un especifico interés es lo que crea la relacién y
vinculacién entre dos sujetos. El engarce entre la posicién activa y la
posicién pasiva de la obligacién es tan perfecto y completo que el com-
portamiento del deudor al ejecutar la prestacién realiza plenamente el
interés del acreedor en cuanto éste se identifica con la prestacién que
constituye el objeto de la obligacién.

En consecuencia, si el cumplimiento del deber por parte del deudor
estd orientado a procurar al acreedor la satisfaccién de su interés y si
el objeto del derecho de éste es precisamente el comportamiento por
partz del deudor en la forma debida, parece necesario concluir, tal como
hace Giorgianni, que la naturaleza del derecho de crédito estd catrac-
terizada por la presencia de un poder del titular frente a una persona
determinada, esto es, frente al deudor, y por la ausencia de cualquier
podet del acreedor sobre el objeto de su derecho (10).

Semejante consideracién nos lleva de la mano al concepto adecuado
del pago o cumplimiento. Sin duda que cuando tenga lugar la actua-
cién de un deudor tendente a realizar lo que debe se producird a un
tiempo la satisfaccién del interés del acreedor y el cumplimiento de
la obligacién, pero de ello no cabe derivar sin méds que satisfaccién del
crédito y cumplimiento del débito sean las dos facetas de una misma
y tnica situacién, aunque sélo sea por el hecho evidente de que la
primera es mucho mds amplia que el segundo (cabe la realizacién del
crédito sin actuacién del deudor y de que la verificacién del fin de la
obligacién se sale de lo que, siguiendo a Heck, podriamos denominar
programa de la prestacidn.

Cuando se constituye una relacién juridica obligatoria, la ley o las
partes han previsto un cuadro o programa completo en el que junto
a la determinacién de los sujetos se sitdian el objeto de la misma y el
conjunto de modalidades que conforman y caracterizan a aquélla. Desde
luego que ahi estd también, y en un lugar preeminente, el fin de la
obligacién o interés del acreedor, pero el mismo no forma parte estric-
tamente del programa obligacional contemplado, sino que més bien
corstituye la atmésfera o ambiente en que éste se ubica y ha de desa-
rrollarse.

(10) Ibid., pag. 226.
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Si a través de un medio distinto de la actuacién comprometida del
deudor, el acreedor logra la satisfaccién de su interés se habrd dado
consecucién al objetivo ltimo del vinculo obligatorio v desaparecerd
la ratio que justificaba su permanencia (en tal sentido, s cabe hablar
atécnicamente de «cumplimiento» de la obligacién), pero de lo que no
puede haber duda es de que ha dejado de cumplirse estrictamente el
programa de prestacién contemplado, en cuanto uno de los factores,
integrador y caracterizador del mismo, el comportamiento debido del
deudor, no ha llegado a tener realizacién. Desde un escueto y riguroso
punto de vista juridico, esto es lo exacto, pues la misma alteracién se
produce modificando o afectando en un sentido u otro la presencia, ca-
racteristicas y actuacién de todos los términos, subjetivos y objetivos
implicados en la obligacién, incluida, claro estd, la omisién de la con-
ducta debida por parte del sujeto pasivo de la misma.

Dice, por tanto, bien Beltrdn de Heredia que si se realiza el inte-
rés del acreedor por medio de otras actividades diferentes de la ac-
tuacién del deber de prestacién se habré actuado el fin de la obligacién,
pero no puede en realidad decirse que la obligacién se ha cumplido,
pues el cumplimiento hace referencia al conjunto de la obligacién, esto
es, a la actuacién de todo el mecanismo en que la misma consiste (11).
Cumplir una obligacién es plasmar mediante hechos de uno u otro sig-
no el plan exacto e integro que fue contemplado 2 la hora de la con-
figuracién del vinculo; realizar con perfecto respeto y acomodacién al
esquema de la misma todos los factores que permitirdn estimar que ha
tenido lugar el normal desarrollo de la relacién establecida. Y, desde
luego, bajo una perspectiva como ésta, mal cabrd considerar que la
presencia o no del deudor a la hora de activar la obligacién sea algo
indiferente o anodino porque lo tnico que cabe valorar al respecto
es que el acreedor haya visto o no satisfecho su derecho.

El cumplimiento es, podriamos decir, la verificacién normal de la
obligacién, la plasmacién exacta de los efectos que fueron contempla-
dos en el momento de su nacimiento. Sélo cabrd, por ende, hablar de
cumplimiento stricto sensu cuando el programa obligacional haya te-
nido realizacién de idéntica manera, en las rigurosas condiciones y por
los mismos sujetos que se tomaron en cuenta a la hora de conformar
aquél. No parece, en consecuencia, que la exclusién de la participacién
del deudor y su reemplazo por la actuacién ajena pueda considerarse
como algo intrascendente que no rompe el esquema originario y respeta
los términos del mismo. Cosa diferente es que, pese a todo, el acree-
dor haya logrado la satisfaccién de su interés, considere cubierto el
objetivo y la ley predique la extincién del vinculo, Podrd haber efectos
similares al cumplimiento, podrd considerarse con razén que la rela-
cién obligatoria ni juridica ni econdémicamente encuentra justificacién
para continuar existiendo, pero lo cierto es que, ausente la actuacién
del deudor, jamds cabri afirmar que la satisfaccién del acteedor se ha
obtenido mediante la participacién del sujeto pasivo, y, en consecuen-
cia, como con exactitud advierte Barassi, si en una relacién juridica,

(11) BeLTRAN pE HEREDIA, El cumplimiento..., op. cit., pags. 41 y 42.
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que necesariamente ha de ser entre dos personas una de ellas no inter-
viene en la obtencién del fin de la misma, el cumplimiento debera
caralogarse necesariamente como incompleto (12).

De esta manera, la nocién de cumplimiento aparece circunsctita a
la ejecucién de la prestacién debida por parte del deudor, debiendo
extraerse de la misma toda referencia a la satisfaccién del interés del
acreedor, porque, en caso contrario, nos introducirfamos en una pro-
blemitica distinta y mucho mds amplia que la estricta del cumplimien-
to. Dice, con razén, Barbero que no hay que confundir con la satis-
faccién del crédito el cumplimiento del débito, no sélo porque al pri-
mero afecta a la esfera del acreedor y es un efecto del cumplimiento,
mientras que el segundo es un hecho del deudor y es una causa de la
satisfaccién, sino esencialmente porque satisfaccién y cumplimiento no
son el anverso y reverso de una misma medalla, pues entre ellos no
hay, como podria parecer, correlacién total, necesaria e irreduc-
tible (13).

Y asi, el concepto de cumplimiento o pago de la obligacién se nos
decanta en su acepcién genuina como aquel comportamiento del deudor
que produce la realizacién puntual de la prestacién debida. Exacta eje-
cucién de lo que se debe, verificacién cabal de todos los extremos
concernientes al objeto de la obligacién, si, pero también que seme-
jante acontecer tenga lugar precisamente mediante la actuacién ad hoc
de la persona vinculada a ello, esto es, del deudor. El cumplimiento
stricto iure de la obligacién debe entenderse por consideraciones dog-
mdticas v por exigencias estructurales de la propia obligacién como la
gjecucién de la prestacién por el deudor.

Ello no empece a que si bien todo cumplimiento estricto y propio
produce la satisfaccién del interés del acreedor, ésta pueda obtenerse
también a través de otros mecanismos juridicos que no son rigurosa-
mente pago pero que tienen unos efectos liberatorios y extintivos si-
milares a él. Tal ocurre, por ejemplo, con la actuacién del tercero, la
datio in solutum y la ejecucién forzosa en forma especifica. Aqui no
estamos en presencia de un riguroso cumplimiento, por mds que el fin
perseguido tenga completa realizacién econémica, ya que el deber de
prestacién, que sélo incumbe al deudor y sélo puede tener ejecucién a
través del mismo, no ha tenido materializacién. Por comodidad y ne-
cesidades sistemdticas podrd hablarse de subrogados, equivalentes o
figuras similares al pago, e, incluso, si se prefiere, cabrd integrar las
mismas dentro de una nocién o sentido amplio del cumplimiento, pero
lo que no admite duda es que el concepto riguroso y estricto de
éste no cabe referirlo m4s que a aquellos supuestos en el que el pro-
grama obligacional ha tenido precisa y exacta plasmacién mediante la
actividad del deudor desplegada al efecto.

(12) Barassl, La teoria generale delle obbligazioni, 1, Milan, 1948, pags. 37
y siguientes.

(13) BarBERO, Sistema del Derecho privado, I1I, Buenos Aires, 1967, pa-
gina 35.
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3. NATURALEZA JURIDICA DEL PAGO

Frente a la primigenia y mecanicista concepcién de que el pago
supone tan sélo la actuacién material de lo debido al margen de cual-
quier planteamiento voluntarista, pronto comenzé a destacatse que en
este punto debe ser determinante la circunstancia de que el deudor
conozca el alcance de su conducta y oriente la misma al objetivo de la
cancelacién de la deuda. El animus solvendi del deudor inicia de esta
manera una larga andadura que le hard llegar a las mds variadas y disi-
miles construcciones en torno a la naturaleza juridica del cumpli-
miento (13 bis).

La exigencia de una voluntad del deudor orientada a dar realiza-
cién de lo que debe y a obtener, por ende, su liberacién, parece con-
llevar de manera necesaria la existencia de una convergente voluntad
del acreedor dirigida a recibir la prestacién ofrecida. Se explica, por
tanto, que la configuracién del cumplimiento obligacional como un
negocio juridico bilateral o contrato constituya una de las mds anti-
guas y sostenidas manifestaciones doctrinales y ]urlsprudenclales en
orden al tema que nos ocupa.

A). El cumplimiento como negocio juridico bilateral

Aunque semejante concepcién encuentra precedentes en algunos de
los primeros comentaristas del Code Napoléon, lo cierto es que fue un
sector de la doctrina alemana (Tuhr, Kress, Endeman, Henle, etc.), el
que estimé que el cumplimiento se conforma siempre como un con-
trato, en cuanto en él aparecen el ofrecimiento de la prestacién debida
que realiza el deudor y la aceptacién de la misma que al efecto ma-
nifiesta el acreedor, oferta y aceptacién de la prestacién que tienen
lugar precisamente en concepto de «cumplimiento».

Configurar la actuacién solutoria del deudor vy la receptoria del
acreedor como una manifestacién contractual, de manera tal que sélo
quepa la liberacién del vinculo a través de un verdadero contrato entre
acreedor y deudor (lo que denomina Heck, contenido normativo de la
teorfa), aparte de que pugna contra la nocién misma del contrato, en
razén de que el pago puede tener lugar, seglin advierte Messinec (14),
con eficacia liberatoria para el solvens, aun contra la voluntad del
acreedor, sin su asentimiento y cooperacién e incluso, afiadirfamos por
nuestra parte, sin la participacién misma del acreedor por si o repre-

(13 bis) Aunque no faltan autores que han intentado ecludir el proble-
ma de la naturaleza juridica del pago, asignado al mismo, segin los casos,
una u otra sustantia iuris, sin advertir la profunda incongruencia juridica
que ello supone. Asi, por ejemplo segiin Ossorio Morales, «el pago es una
figura juridica que unas veces consistirA en un hecho positivo o negativo,
otras en un negocio juridico unilateral, y otras (siempre en las obligacio-
nes de dar), en un negocio juridico bilateral»: Lecciones de Derecho civil
(obligaciones y contratos), Granada, 1965, pag. 112.

(14) "MESSINEO, Manual de Derecho civil y comercial, IV, Buenos Aires,
1955, pag. 360.
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sentado, en razén de que «también serd vilido el pago hecho a un
terceto en cuanto se hubiere convertido en utilidad del acreedor» (pd-
rrafo segundo del articulo 1.163 del Cédigo civil espafiol), entra en
conflicto con evidentes situaciones en las que tienen lugar el cumpli-
miento de la obligacién sin que quepa considerar, no va la existencia
de un genuino contrato, sino tan sélo de mero negocio juridico entre
los sujetos de la relacién juridica obligacional.

Tal ocurre en las obligaciones de hacer, en las que la satisfaccién
del crédito se produce a través de la escueta actuacién material del
obligado, irreconducible al 4mbito de las manifestaciones de voluntad
negociales, y sefialadamente en las obligaciones de no hacer, que para
nada precisan de la intencién solutoria del deudor y dan lugar a la
liberacién de éste mediante su simple conducta omisiva, aunque, como
dicen Enneccerus y Lehmann, ni siquiera sospeche la existencia del
derecho de crédito (15).

Aparte de que, de manera general, el cumplimiento no precisa de
la aceptacién del acreedor en cuanto tiene verificacién desde el ins-
tante en que se materializan las circunstancias que fueron contempladas
como suficientes para provocar la desaparicién del vinculo, y mal ca-
bra hablar de contrato si falla el elemento esencial del consentimiento
como «concurso de la oferta y de la aceptacién sobre la cosa y la causa
que han de constituir el contrato» (art. 1.262 C. c.). Advierte Boehmer,
que el efecto extintivo de la ejecucién de la prestacién debida no ne-
cesita de la conformidad del acreedor porque se produce en virtud de
la identidad de lo pagado con lo que la obligacién imponia al deudor,
en virtud de la evidencia de que «el vinculo obligatorio, como medio
para la consecucién de un fin, pierde autométicamente la justificacién
de su existencia si tal fin se ha alcanzado» (16), ya que la verificacién
del deber de prestacién produce todos sus efectos, satisfactorios y li-
beratorios, desde el momento en que adopta la configuracién externa
que le fue asignada en la relacién obligatoria: correcta en el conteni-
do, puntual en el tiempo y exacta en el espacio.

La defensa de la naturaleza contractual del cumplimiento de las
obligaciones al requerir que el acreedor debe ponerse de acuerdo con
el deudor para que la ejecucién de la prestacién produzca el efecto
solutorio es susceptible, ademds, de conducir a situaciones de clara irra-
cionalidad y evidente injusticia, que el autor alemédn antes citado gri-
ficamente denomina «circunstancia exorbitante», en cuanto el acreedor
podria aceptar in natura la prestacién que le es ofrecida en debida fot-
ma v al mismo tiempo impedir la liberacién del deudor mediante la
omisién de su aceptacién en concepto de cumplimiento.

Semejantes puntualizaciones, de dificil oscurecimiento, llevaron a
algunos autores (Jakisch, Palandt, Goldschmidt, Venzi, etc.), a con-
formar el cumplimiento como negocio juridico bilateral sdlo cuando la

(15) ENNEcCERUS y LEHMANN, Derecho de obligaciones, I, Barcelona,
1933, pag. 299.

(16) BOEHUMER, Grundlagen der biirgerlichen Rechtsordnug, Tubinga,
1951, pags. 79 y ss.
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prestacién misma consista en la realizacién de un contrato, dando lugar
a la que Larenz denomina teoria limitada del contrato, que exigiria,
en los casos en que la prestacidn sélo pueda efectuarse mediante con-
trato, la declaracién del que cumple de que realiza su actuacién con
la finalidad de cumplir la obligacién y la declaracién del acreedor de
que acepta la prestacién con el fin también de cumplimiento, algo que
resultaria imnrocedente en aquellos otros casos en que no es necesario
un acto de prestacidén juridico negocial o una declaracién de acepta-
cién por parte del acreedor a tenor de la naturaleza de la prestacién
debida (17). En idéntica direccién, Ruggiero sefiala que en aquellos
supuestos en que se necesita la intervencién del acreedor, especificamen-
te cuando se trata de las obligaciones de dar, el cumplimiento supon-
drd un negocio juridico bilateral, cuya causa vendrd dada por la comiin
intencién de extinguir el vinculo (18).

Las mismas consideraciones apuntadas més arriba valen también
aqui, en razén de que se confunden dos entidades juridicas no identi-
ficables. Una cosa es que para que el pago tenga lugar se precise la
intervencién del acreedor y otra, singularmente diferente, que dicha
intervencién pueda considerarse como aceptacién, va que la recepcién
de lo pagado no puede equipararse a una declaracién de voluntad de
aceptacién ni de la presencia activa del acreedor es posible derivar la
conclusién, a todas luces exagerada, de que tiene lugar el perfecciona-
miento de un contrato de cumplimiento, algo que, aparte de encerrar
una cierta contradictio in terminis, pues conforma al contrato como
fuente y causa de extincién de las obligaciones a un tiempo, es suscep-
tible de conducir a situaciones verdaderamente paradédjicas e insdlitas,
pues las diversas relaciones obligatorias nacidas de un solo contrato
precisarfan, caso de que tuviera lugar su realizacién diferenciada, de
tantos particulares contratos auténomos de cumplimiento cuantos pa-
gos se verificasen,

Como simple variante de esta Gltima direccién, cabe apuntar la de
aquellos autores (Crome, Matthias) que atribuyen al cumplimiento
obligacional la naturaleza de contrato en aquellos casos en los que la
realizacién de la prestacién debida precise de la cooperacién del acree-
dor mediante la emisidn de la aceptacién por parte del mismo. Scuto,
apoydndose en el adagio romanista solvere est alienare y en la idea de
Cujacio de que solutio non est solutio, nisi alienatio est, estima que la
existencia del consentimiento es evidente en los casos en que existien-
do varias deudas acreedor y deudor se ponen de acuerdo para imputar
el pago a una u otra, y en particular en aquellos otros en que el acree-
dor interviene en el cumplimiento aceptando la cosa debida. En su
opinién, en tales supuestos existe genuino acuerdo contractual en fun-
cién de la oferta que hace el deudor v la aceptacién que formula el
acreedor enrumbédndose el contrato a la transferencia de la cosa y a
su adquisicién por el acreedor, y no a la extincién de la obligacién que

(17) Larenz, Derecho de obligaciones, 1. op. cit., pag. 410.
(18) De RuGeiero, Instituciones de Derecho civil, II, Madrid, 1929, pa-
ginas 103-104.
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serd un mero efecto mediato y no consecuencia directa del contrato
de cumplimiento (19).

El argumento se debela con facilidad si se tiene en cuenta que en
aquellos ordenamientos civiles, como el italiano, en los que el contrato
tiene eficacia traslativa per se, atribuir a la entrega y aceptacién de la
cosa debida la virtualidad de un contrato real supondria una redun-
dancia inadmisible por cuanto la adquisicién de la titularidad real por
parte del acreedor ha tenido lugar en el momento mismo de la con-
clusién del contrato transmisivo; v en aquellos otros, como el nuestro,
en los que rige la teoria del titulo y el modo, afiadir al contrato obli-
gacional de finalidad translativa (titulo) un segundo contrato, éste de
naturaleza real quoad effectum, apatte de dar lugar a la desnaturaliza-
cién de la aludida teorfa y a la aceptacién en un solo sistema de dos
distintos tipos de eficacia contractual, acarrearia la inadmisible trans-
formacién de la #raditio en contrato y la rectificacién legal de que
cuando nuestro Cédigo civil habla en ‘su articulo 609 de que la pro-
pledad se adquiere «por consecuencia de ciertos contratos mediante
la tradicién», deberia en realidad leerse «por consecuencia de ciertos
contratos mediante contrato». Algo que escasamente tiene justificacién
ni sentido.

El Tribunal Supremo espafiol, aunque nunca ha atribuido al pago
naturaleza homogénea y constante, viene mostrando desde hace afios
una clara inclinacién a considerar el mismo como negocio juridico bi-
lateral tratdindose de obligaciones de dar. El arranque de semejante
doctrina se halla en la fundamental sentencia de 18 de noviembre de
1944, cuyas tesis fundamentales son las siguientes a la hora de razo-
nar en nuestro Derecho que el pago precisa del «consentimiento o
aceptacién» de quien haya de recibir lo debido:

a) «El articulo 1.176 del propio Cédigo civil, al establecer la
consignacién como medio sustitutivo del pago, exige como requisito
de Ia misma que el acreedor se haya negado previamente sin razén a
admitir el pago, lo que demuestra que puede rechazarlo con razén y
que su aceptacién es precisa, de tal modo que sélo cuando por causa
injustificada la niega son posibles otros procedimientos».

b) «El artfculo 1.163 niega validez al pago hecho a una persona
incapacitada para administrar sus bienes, y si para producir dicho pago
todos sus efectos se requiere la capacidad del acreedor, ello indica que
éste debe encontrarse en el uso de sus facultades mentales para saber
si le conviene recibir lo debido, o sea para consentir».

¢) «Los articulos 1.166 y 1.169 reconocen en cierto modo ser
precisa la anuencia del que debe cobrar cuando se paga cosa distinta de
lo pactado o se hace el abono parcialmente».

Sobre estas bases, numerosas sentencias del Tribunal Supremo re-
machardn la idea de que tratdndose de obligaciones de entrega la ne-
cesidad del consentimiento de los interesados respecto a ésta conforma

(19) Scuto, Natura giuridica del pagamento, en Rivista del Diritto com-
merciale, 1915, I, pégs. 353 y ss.
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el acto como negocio juridico de «caricter contractual», Es lo que
ocurre con la sentencia de 20 de marzo de 1945, al advertir «el ca-
récter de negocio juridico que aquél (el pago) tiene en muchos casos
y principalmente cuando se trata de cobrar y cancelar deudas dine-
rarias garantizadas hipotecariamente». Igual sucede en las sentencias
de 18 de junio y 26 de noviembre de 1948 y en la de 3 de octubre de
1955, sefialando esta tdltima que «sea cualquiera lo que en el orden
doctrinal se piense sobre la naturaleza juridica del pago, esta Sala ha
declarado su cardcter general de negocio juridico bilateral, principal-
mente cuando se trata de cobrar y cancelar deudas dinerarias garanti-
zadas hipotecariamente». En fin, en la sentencia de 25 de febrero de
1963 se hace una especie de recapitulacién de la doctrina anterior para
ratificarla en los siguientes términos: «Aun cuando el problema de si
el pago implica un mero hecho que realiza el deudor animus solvendi,
independientemente de la voluntad del acreedor y aun en contra de
ésta, o si por el contrario implica un acto o negocio juridico para el
cual hacen falta requisitos andlogos a los de la constitucién de un
contrato, cuales son la capacidad y absoluta libertad en los mismos
sujetos que establecieron la obligacién o en sus causahabientes, y més
especialmente la capacidad del acreedor, admita soluciones diferentes
segln los casos, por razén, sobre todo, del diverso contenido que pueda
tener la obligacién, ha de entenderse, como tiene declarado la juris-
prudencia de esta Sala —sentencias de 18 de noviembre de 1944, 2,
5, 8, 13, 20 y 22 de febrero, 13 v 24 de marzo, 16 de abril y 1 de
mayo, 1 y 7 de junio de 1945, y 18 de junio y 26 de noviembre de
1948— que cuando se trata de una obligacién de dar o de entregar,
el pago no queda cumplido con la simple actuacién del obligado y re-
quiere el consentimiento o aceptacién de quien, con arreglo a lo con-
venido, haya de recibir la prestacién».

A raiz de la Ley de 5 de diciembre de 1940 fue creado el denomi-
nado Tribunal Especial sobre contratacién en zona roja que en nume-
tosas sentencias se ocupd del tema en consideracidn, ya que, como se-
fiala Moreno Mocholi, «al impugnarse la eficacia de los pagos realiza-
dos en aquella zona, se discute frecuentemente la naturaleza de nego-
cio juridico o contractual que pudiera tener» (20). Su orientacién fue
similar a la del Tribunal Suptemo; y asi, en la sentencia de 5 de fe-
brero de 1945 se indica que «la aceptacidén por el acreedor, en los
casos en que ésta sea precisa para que el efecto liberatorio se pro-
duzca, implica consentimiento coincidente con el del deudor, sin el que
estaria desprovisto de eficacia liberatoria, acusdndose la indole contrac-
tual que asume». En la sentencia de 20 de febrero de 1945 se declara
que «el pago en las obligaciones de dar es uno de los medios extin-
tivos de cardcter contractual que exigen, para producir su efecto, una
manifestacién de voluntad del deudor respecto al concepto en que se
entrega la cosa, coincidente con la del acreedor, en cuanto a que la
entrega sea la debida y a su recepcién por razén de pago, y no como

(20) MAaNRESA y NavarRro, Comentarios al Cdédigo civil espaiiol, VIII-1
(5.2 edicién revisada por Moreno Mocholi), Madrid, 1950, pags. 511 y 512.
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préstamo, depésito, donacién u otra cualquiera, por la que pudiera
entregarse y recibirse, respectivamente». Numerosos fallos postetiores
se pronuncian en el mismo sentido de considerar el pago en las obli-
gaciones de dar como negocio bilateral porque en él ha de intervenir
para su eficacia «el consentimiento de acreedor y deudor», consenti-
miento que tiene claro «caricter contractual» (sentencia de 21 de marzo
de 1945), sobre todo cuando «como consecuencia del pago se otorga
escritura de cancelacién de hipoteca» (sentencia de 24 de marzo de
1945). .

La argumentacién aparentemente sélida del Tribunal Supremo a la
hora de justificar la naturaleza contractual del pago se debilita singu-
larmente si se ahonda un poco en las razones esgrimidas por el mismo
en dicha direccién. En efecto, aseverar que como el articulo 1.176 del
Cédigo civil permite al acreedor a sensu contrario rechazar el ofreci-
miento de pago cuando exista razén para ello debe concluirse que en
orden al cumplimiento ha de darse la aceptacién de aquél, constituye
un incorrecto enfoque del supuesto en consideracién pues el referido
articulo lo tdnico que realmente establece es que en determinadas cir-
cunstancias (irrazonable negativa por parte del acreedor a recibir la
prestacién ofertada) la consignacién produce los mismos efectos libe-
ratorios que el pago.

Lo cual no quiere decir, ni mucho menos, que todo pago precise
patra ser tal de la aceptacién del acreedor, sino tan sélo que la nega-
tiva injustificada por parte de éste puede suplirse mediante otro medio
colateral que protege los intereses del deudor. El acreedor no es que
pueda en cualquier caso aceptar o rechazar el pago ofrecido, pues si
asi fuera dificilmente cabrfa eludir la naturaleza contractual de éste,
sino que tan sélo, y por argumento a contrario sobre la base del articu-
lo 1.176, puede evitar los efectos del pago cuando exista razén sufi-
ciente para rechazar la prestacién ofrecida, circunstancia que demuestra
que en ningdn supuesto hace falta la voluntad del acreedor para con-
formar el pago, por mds que, en cierta hipdtesis, si de hecho se niega
a la recepcién de lo debido la ley arbitre un procedimiento sustitutotio
(la consignacién) que produce los mismos efectos. '

Herndndez-Gil considera que aqui la aceptacién por parte del acree-
dor no es, como en el contrato, un puro acto de voluntad correlativo
de la oferta, un acto de razén, por lo que al acreedor no le cabe aceptar
0 no, sino que estd obligado a aceptar, aunque puede oponerse «con
razén» (21). El planteamiento correcto no es ese, que en definitiva da
entrada en el pago a la aceptacién del acreedor como determinacién
volitiva por mds que sea debida, sino el de que dicha aceptacién (vo-
luntaria o necesaria, eso es lo de menos) no hace falta para la configu-
racién del pago, en cuanto, como ya hemos sefialado, el mismo puede
tener lugar sin y aun contra la voluntad del acreedor y en cuanto la
recepcién de lo pagado no puede equipararse a la aceptacién como de-
claracién de voluntad.

(21) HernANDEZ-GIL, Derecho de obligaciones, op. cit., pag. 285.
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No es, pues, que el acreedor esté obligado a aceptar, sino que la
aceptacién no es necesaria para que se produzca el pago. Cierto que,
existiendo motivos suficientes, el acreedor puede negarse a recibir lo
que se le ofrece, pero de ello no cabe derivar que en los demds su-
puestos el mismo esté obligado a aceptarlo (acto de razén llama a esto
Hernéndez-Gil con una terminologfa de dudosa virtualidad juridica),
pues si asf fuera dificilmente nos situarfamos al margen del campo con-
tractual, en cuanto operaria siempre una manifestacién volitiva por
patte del acreedor, por mds que debida, que conformaria el pago como
una manifestacién de los denominados contratos forzosos.

La mejor prueba de que ello no es asi descansa no sélo en los ca-
sos en que tiene lugar el pago sin la participacién del acreedor, sino
en el propio articulo 1.176 que se comenta, pues si se niega sin razén
a admitir el pago que le ofrece el deudor, algo que en cuanto mera
actuacién fictica es perfectamente posible e incoercible, no es que la
ley le obligue a aceptar y ni siquiera a recibir, sino que lo dnico que
sucede es que el deudor puede quedar libre de responsabilidad «me-
diante la consignacién de la cosa debida».

Es decir, la interpretacién que debe hacerse del comentado articu-
lo 1.176 no es la de que el acreedor puede rechazar la oferta de pago
si existen motivos para ello, como simple lectura a contrario de lo pre-
visto en dicho precepto, algo que conducirfa inexorablemente, cual le
ocurre al Tribunal Supremo, a considerar que la declaracién de volun-
tad del acreedor es imprescindible en esta sede y que, en consecuencia,
el pago tiene naturaleza contractual, sino tan sélo la de que si injusti-
ficadamente el acreedor no quiere recibir lo ofrecido la ley arbitra un
procedimiento sustitutorio para producir los mismos efectos del pago.
Esto, que guarda escasa relacién con la materia de la sustancia juridica
del cumplimiento obligacional, lo tnico que demuestra, en definitiva,
es que si el acreedor ha rehusado el pago por causa justificada, el
deudor no puede acudir a la consignacién, pero de ahi no se deriva,
ni mucho menos, que la voluntad de aquél sea precisa para que tenga
lugar la solutio de la deuda.

Si, como dice Herndndez-Gil, al acreedor no le cabe aceptar o no,
pues estd obligado a aceptar (22), la negativa injustificada por su parte
a recibir la prestacién debida no deberfa dar lugar a la actuacién auté-
noma y diferenciada que es la consignacién, sino que tan sélo dejaria
abierta la puerta a la posibilidad de que pudiera reclamarse judicial-
mente la ejecucién coactiva de la referida obligacién, aparte de que
con semejante configuracién juridica de la situacién del acreedor es-
casamente tendria sentido y justificacién la hipétesis del articulo 1.167
de arbitrar un subrogado del pago, en cuanto se entrarfa en conflicto,
va an~ <eri el acreedor quien determinarfa prima facie si existe o no

(22) En forma mucho més mitigada y cercana a la realidad de las co-
sas, Lacruz Berdejo sostiene que el acreedor no esti estirictamente obliga-
do a recibir la prestacién, pero si a facilitar la liberacién del deudor, el
cual, vencida la obligacién, no puede quedar vinculado indefinidamente
pese a su deseo de cumplir: Elementos de Derecho Civil, II-1, Barcelona,
1977, pag. 82.
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razén para rechazar la prestacién ofrecida, con el superior principio
de que «la validez y el cumplimiento de los contratos no puede dejarse
al arbitrio de uno de los contratantes» (art. 1.256 C. c.).

En cambio, tiene razén Herndndez-Gil cuando se opone a la teoria
del Tribunal Supremo sobre el cardcter contractual del pago alegando
que el hecho de que se exija la capacidad de obrar no puede conducir
a la conclusién de que se estd en presencia de un negocio juridico, por-
que la capacidad no es un requisito estrictamente ligado a la actuacién
de la persona a través del negocio juridico, sino presupuesto general
de toda actuacién en la esfera de las relaciones privadas, aparte de que
el articulo 1.163 no exige en términos absolutos la capacidad del acree-
dor, pues reconoce la validez del pago hecho al incapaz siempre que
se convierta en su utilidad, y no ocurre otro tanto cuando lo que con-
cierta el incapaz es un negocio juridico, ya que entonces éste queda
afectado por un vicio del consentimiento con arreglo al articulo
1.300. (23).

Aseveracidn cierta porque el articulo 1.167 del Cédigo civil lo que
hace es sancionar la «validez» del pago hecho a un incapaz en la me-
dida en que «se hubiere convertido en su utilidad», circunstancia que
nos aleja de la esfera estricta de las declaraciones de voluntad, por mds
que el incorrecto empleo por parte del preceptor del término validez
pudiera hacer pensar que nos hallamos en la érbita de los negocios
juridicos e, i# concreto, en la del negocio juridico contractual. Por el
contrario y en base a las razones antes apuntadas, no cabe admitir su
consideracién final de que «le convenga o no recibir lo que se le
ofrece en cumplimiento de la obligacién, si se trata de la prestacién
debida, estd obligado a aceptarla», pues, como ya se apuntaba, seme-
jante formulacién supondria recibir por la ventana al que se expulsé
por la puerta, en cuanto se acabarfa girando indefectiblemente en torno
al eje del consentimiento y, por ende, del contrato, aunque fuera en
su modalidad de forzoso o necesario.

Por lo que se refiere al argumento jurisprudencial de que los ar-
ticulos 1.166 y 1.169 parecen recoger en cierto sentido la necesidad
de la aceptacién del acreedor para integrar el pago, su simple lectura
demuestra po ser asi, pues de la circunstancia de que el acreedor pueda
rechazar una prestacién distinta a la debida o la oferta parcial de la
misma no se desprende que la voluntad de aquél sea precisa siempre
para que conceptualmente se conforme el pago, sino tan sélo la mds
simple consecuencia de que el acreedor ostenta el derecho que se co-
menta en cuanto en dichas hipdtesis no estamos en presencia del ge-
nuino pago, entendido éste como la exacta e integra ejecucién de la
prestacién adeudada.

No parece, por tanto, que las razones aducidas por la jurispruden-
cia espafiola para sostener el cardcter contractual del pago en las obli-

(23) HERNANDEZ-GIL, Derecho de obligaciones, op. cit., pags. 285-286. Tam-
bién Lacruz estima que la exigencia de capacidad del acreedor en el articu-
lo 1.163 no significa que pueda éste a su voluntad diferir el cumplimiento,
sino la necesidad de discernimiento en quien cobra para comprobar si el
pago se ajusta al contenido de la obligacién.
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gaciones de dar revistan mayor fuerza, si bien en su descargo debe
advertirse que, en buena medida, la postura adoptada respondié a la
necesidad de hacer frente, segtin hace notar Bercovitz, a una preble-
mdtica histérica concreta (la de los pagos y consignaciones efectuados
durante la guerra civil espafiola) (24), amén de hacer referencia, en
una mayoria determinante de casos, al supuesto de la devolucién del
préstamo hipotecario e in concreto al del otorgamiento de la escritura
de cancelacién de la hipoteca. Contra tales razones milita sobre todo
la evidencia de que no cabe sostener la naturaleza contractual del pago
desde el momento en que éste no precisa estructuralmente de la acep-
tacién del acreedor para existir, en base a que, como dice Messineo,
el pago puede tener lugar sin el asentimiento y cooperacién del acree-
dor’ e, incluso, contra la voluntad de éste (25), algo que contradice in
radice cualquier presunto caricter contractual del mismo.

B) El cumplimiento como negocio juridico unilateral

El hecho innegable de que en el pago faltan la oferta y la acepta-
ci6n como declaraciones de voluntad concurrentes que originarian el
consentimiento contractual, pero el convencimiento al mismo tiempo
de la esencialidad del elemento volitivo al estimar que el animus sol-
vendi por parte del deudor es imprescindible para que se produzca el
cumplimiento de la obligacién, llevé a diversos autores (Titze, Winds-
cheid, Giorgi, etc.), a sostener la condicién de negocio juridico unila-
teral del pago.

A pesar de que Larenz sefiale que la direccién de que el cumpli-
miento exige un negocio juridico unilateral (del deudor) apenas es hoy
sostenida (26), lo cierto es que todavia hay autores que se apuntan a la
misma. Asf, para Andreoli, tras constatar que en el pago no se pre-
cisa de la voluntad del acreedor, ya que el cumplimiento tiene lugar
sin ella y aun en contra de ella siempre que el acreedor manifieste su
intencién de que la prestacién no valga como ejecucién de aquella obli-
gacién sino de otra distinta, estima que la causa del acto traslativo serd
s6lo la voluntad final del transferente porque la voluntad del accipiens
tiene dUnicamente valor accesorio, algo asf como de soldadura del de-
recho transferido al nuevo titular. En su opinién, el cumplimiento no
precisa méds que de la voluntad negocial del deudor, lo que determina
que el mismo se configure como negocio juridico unilateral que se
caracteriza por las siguientes notas: a) Es un negocio juridico de ca-
ricter real en cuanto implica, segin la terminologia de Enneccerus,
una transformacién patrimonial de los sujetos juridicos a que el ne-
gocio se refiere. b) Es un negocio potestativo, ya que el deudor al
cumplir incide en la esfera juridica del acreedor determinando la ex-
tincién del derecho potestativo que ostenta y que puede considerarse

(24) Bercovitz y RoODRIGUEZ CaNo, Comentarios al Cddigo civil y Com-
pilaciones forales dirigidos por Manuel Albaladejo, XVI-1, Madrid, 1980, pa-
ginas 10 y ss.

(25) MEssINEO, Manual..., IV, op. cit., pag. 360.

(26) LARENZ, Derecho de obligaciones, 1, op. cit., pag. 410, n. 1.
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como derecho a la liberacién por parte del deudor. c) La causa del
cumplimiento reviste la particularidad de que se identifica con el efec-
to inmediato mismo del negocio, esto es, la extincién de la obligacién,
tal cual ocurre en los negocios que suelen denominarse «fin en si
mismos» (27).

También Barbero se inclina por la tesis del negocio unilateral. En
su sentir, la objecién de que, prescindiendo de la intencién de cumplir,
esto es, del animus solvendi, se pierde el tnico elemento que vale para
imprimir a un determinado acto o comportamiento del sujeto la na-
turaleza de solutio més bien que, por ejemplo, la de donatio, resulta
una verdad insuperable o, por lo menos, hasta ahora no superada.
Frente a un dar, frente a un hacer de una persona en interés de otra,
es necesario saber si ese dar o hacer ha sido dado o hecho para efectuar
una donacién o para satisfacer una obligacién; ahora bien, scudl es
el elemento que permite hacer la distincién? Para él, no existe otro
medio que comprobar si quien ha dado o hecho solvendi causa o do-
nandi causa: comprobar, en otros términos, cudl fue la intencién de la
accién, que de este modo viene a ser relevante para su calificacién.

Las méds de las veces la correspondencia objetiva entre la presta-
cién y el débito hace superflua la indagacién, superflua, sin embargo,
por cuanto es obvia, evidente o presumible la intencién de satisfacer
la obligacién, pero no irrelevante, ya que si se demostrase la intencién
de realizar una liberalidad, persistirfa la obligacién de cumplir. De esta
manera, el cumplimiento queda conformado como negocio juridico,
pero como negocio juridico unilateral en cuanto el sujeto a quien incum-
be el deber, para liberarse de su obligacién, no puede disponer mis
que de sus actos y de su voluntad, no puede disponer de los actos aje-
nos o de la voluntad del acreedor (28).

A Andreoli se le puede replicar que configurar el pago como ne-
gocio juridico unilateral de naturaleza real da lugar a la tergiversacién
de la categorfa de los negocios reales, ya que ésta, tal como ha sido
elaborada por la dogmitica teutona, supone que a efectos constituti-
vo-traslativos de las titularidades reales no basta el simple acuerdo
consensual de los interesados, sino que hace falta ademds un acuerdo
real o declaracién de voluntad de entrega y recepcién, seguido de la
efectiva entrega y recepcién, sin que 2l respecto pueda bastar con una
escueta declaracién unilateral de entrega. Hablar a un tiempo de ne-
gocio unilateral y de negocio real supone sencillamente una contre-
dictio in terminis, pues el segundo requiere, por definicién, del acuerdo
de voluntades entre el tradens v el accipiens. Como bien escribe Bel-
trdn de Heredia, «en estos casos de obligaciones de dar,.se podréd
discutir el caricter negocial o no de las dos voluntades, pero no podrd
nunca decirse que la voluntad del acreedor tiene un valor carente de
estimacién juridica, porque son supuestos en que se parte de la nece-
sidad de la cooperacién del acreedor al cumplimiento» (29).

(27) ANDREOLI, Contributo alla teoria dell’adempimento, Padua, 1937,
paginas 66 y ss. .

(28) BaRBERO, Sistema, III, op. cit., pags. 40-42.

(29) BELTRAN DE HEREpIA, E! cumplimiento..., op. cit., pags. 81.
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Por lo demds, la nocién de negocio juridico real es consustancial
a la de atribucién patrimonial, ya que los cambios en las titularidades
reales que aquél supone provocan necesariamente un traslado de valor
de una a otra de las masas patrimoniales en relacién, pues, como dice
von Tuhr, «toda transferencia traslativa entrafia una atribucién patri-
monial» y, sin embargo, cuando tiene lugar el cumplimiento de una
obligacién de dar dificilmente podrd decirse en una consideracién ju-
ridica estricta que se ha producido una atribucién patrimonial por parte
del solvens al accipiens, porque el patrimonio de éste sigue teniendo
la misma entidad en cuanto no se ha producido un traslado de valor
desde el de aquél. Lo dnico que ocurre es que el derecho de crédito
del acreedor se ha transformado en la propiedad que ahora ostenta so-
bre la cosa recibida y el débito del deudor se ha materializado en la
salida de la concreta cosa adeudada, pero sin que ni en uno ni en otro
caso quepa hablar, respectivamente, de aumento o disminucién patri-
monial.

Igualmente rechazable es la aseveracién de Andreoli en el sentido
de que el pago constituye un negocio potestativo. Aparte de la con-
fusién que se produce entre las ideas de negocio y derecho potestativo,
cuando lo cierto es que esta nominacién sélo es predicable respecto a
los derechos subjetivos, considerar que el negocio de cumplimiento
tiene naturaleza potestativa porque por su través se provocaria la ex-
tincién del detecho de crédito del sujeto activo al actuar el deuder su
«derecho a la liberacién» no es mds que una forma alambicada e irreal
de explicar un fenémeno mucho més simple. Cuando mediante el pago
el acreedor ve satisfecho su crédito y, por ende, extinguida la relacién
obligatoria, semejante acontecer se produce sic et simpliciter porque ha
tenido lugar el programa prestacional contemplado en la obligacién
mediante la ejecucién por el deudor de la actuacién debida. Que el
cumplimiento del deber primario y caracterizador que incumbe al obli-
gado pretenda desdibujarse a través de la realizacién de un supuesto
derecho a la liberacién, no es mds que un subterfugio y una forma de
desvirtuar la exacta situacién de los términos en juego, pues es obvio
que el mencionado derecho sélo adquiere sentido y virtualidad cuando
al no tener lugar un genuino pago la ley permite, empero, al deudor
liberarse del débito mediante alguno de los medios sustitutorios del
mismo. Es decir, mal cabria caracterizar el pago como negocio potes-
tativo a través de la similar naturaleza que ostentaria un supuesto de-
recho del deudor a la liberacién, cuando precisamente este derecho
sélo cobra sentido y justificacién en ausencia del pago stricto sewnsu
entendido,

Finalmente, considerar que en el negocio unilateral de pago su
causa se identifica con el efecto inmediato de extinguir la obligacién
preexistente, supone una inadmisible confusién dogmdtica entre la
estructura y la eficacia del negocio juridico. Un elemento esencial del
negocio juridico cual es la causa no puede identificarse con el efecto
derivado del mismo, aunque éste sea de naturaleza extintiva, porque
una vy otra circunstancia se mueven en un plano diferente. Sostener
que la causa del negocio de cumplimiento es el efecto liberatorio para
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el deudor que de aquél deriva equivale a trastornar el orden l6gico
de los factores en juego y a trasladar al plano de la configuracién y
sustancia del negocio lo que no es mds que una mera consecuencia o
aplicacién del mismo. De tal suerte, se invierte el orden légico de los
factores y se produce la caracterizacién del supuesto negocio solutorio
a través de una via indirecta y juridicamente inadecuada.

La tesis de Barbero, con ser més sélida y ajustada a la realidad,
tampoco estd exenta de defectos, y ello aunque se prescinda del he-
cho de que para dicho autor toda declaracién de voluntad productora
de efectos juridicos supone por si sola negocio juridico, cuando sabido
es que semejante concepcién estd hoy en franco retroceso ante las
modernas elaboraciones objetivas o preceptivas que ven en el negocio
una auténoma reglamentacién de interés (30), algo que dificilmente
cabria considerar en el pago.

Su idea fundamental sobre la necesidad del animus solvendi para
que un determinado acto pueda catalogarse como solutio, ya que si
se prescinde del mismo no habria forma de distinguir ésta de, pot
ejemplo, una donatio, que a Barbero le parece inobjetable, prescinde
de una circunstancia bésica que no es posible eludir en el punto que
nos ocupa: la de que la figura del pago se plantea sobre el supuesto
de la necesaria existencia de una relacién juridica concreta entre los
sujetos involucrados, mientras que tal cosa no ocurre en materia de do-
nacién. Cuando un sujeto entrega a otro una cosa de su pertenencia,
es 18gico que para saber en qué concepto se entrega deberd indagarse
el particular animus con que la misma se verifica, mas cuando la entre-
ga estd precedida de una previa relacién juridica que obliga precisa-
mente a la misma, indagar cudl es la intencién que anima al sujeto
que verifica el desplazamiento de la cosa es invertir el orden 16gico
de la secuencia y colocar en plano de igualdad situaciones que tienen
muy distinta configuracién. Si existe un vinculo obligatorio entre dos
personas y una de ellas procede 2 ejecutar lo que debe, no es que,
como pretende Barbero, habrd que indagar el animus que anima a la
misma para saber si estamos ante un pago, sino que éste tendrd plas-
macién inmediata siempre que no se acredite suficientemente que el
dar o el hacer del deudor ha respondido a un especifico propésito,
distinto del solutorio.

En realidad, el mismo Barbero acepta indirectamente esta conside-
racién y, en buena medida, deja sin suficiente basamento sus anterio-
res aseveraciones cuando advierte que en la mayoria de los casos la
cotrespondencia objetiva entre la prestacién y el débito hard supérflua
la indagacién de la voluntad del que hace la entrega, pero si se demos-
trase que existié la intencién de realizar una liberalidad, existiendo
una obligacién frente a la misma persona y del mismo contenido, per-
sistitfa el deber de cumplir. Esto es, el pago sélo quedard excluido
cuando se acredite la existencia de un animus donandi por parte del
que actda, circunstancia de la que no cabe derivar que el cumplimiento

(30) FErrI, La autonomia privada, Madrid, 1968, pags. 163 y ss.; BETTI,
Teoria general del negocio juridico, Madrid, 1949, pags. 51 y ss.
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de la obligacién deba apoyarse siempre en la constatacién del animus
solvendi, sino la consecuencia mucho més circunscrita de que, por ra-
zones obvias, el pago no puede existir cuando se ha comprobado, por
ejemplo, que ha tenido lugar una donacién. Del hecho de que la do-
natio excluya la solutio no es posible concluir, porque no guarda rela-
cién de causa a efecto, que éste requiera necesariamente la intencién
de cumplir.

Por lo demis, tampoco resulta muy consistente la afirmacién final
de Barbero de que el cumplimiento debe catalogarse como negocio
juridico unilateral potque, teniendo que ser valorado en relacién al
sujeto a quien incumbe el deber, dicho sujeto, para satisfacer su dé-
bito y liberarse de la obligacién, no puede disponer méds que de sus
actos y de su voluntad; algo que, ciertamente, circunscribe el pago a
la esfera de actuacién o comportamiento del deudor, como no podria
ser de otra manera, pero que tiene muy poco o nada que ver con la
configuracién negocial de aquél en cuanto no aparece como imprescin-
dible y constante el elemento intencional o voluntarista que, en prin-
cipio, seria necesario para poder hablar de que el deudor al cumplir
lo que debe estd concluyendo un negocio juridico unilateral. Que el
deudor cuando paga no pueda disponer mds que de sus actos y de su
voluntad no implica que semejante actuacién asuma necesariamente la
naturaleza de negocio juridico, ya que en la primera circunstancia no
va entrafiada la de que el acto o comportamiento del deudor, para
que pueda reputarse solutio, tenga que ir iluminado por el antmus
solvendi del mismo. Una cosa es la limitacién del pago stricto sensu
al dmbito de actuacién del deudor y otra, singularmente diferente, que
éste haya de ostentar en todo caso la intencién de cumplir.

La construccién del pago como negocio juridico unilateral quizd ha
valorado en exceso la funcién del animus solvendi como elemento con-
figurador del mecanismo solutorio, cuando lo cierto es que, ccmo ad-
vierte Diez-Picazo, si bien puede admitirse que el pago presupone
un animus solvendi en la medida en que hay que partir de una cons-
ciencia de realizatlo, el ordenamiento juridico, empero, no valora es-
pecialmente la voluntad del deudor, habida cuenta de que para la efi-
cacia del pago se requiere mds la objetiva existencia de una deuda pre-
via que la libertad y espontaneidad de la voluntad de cumplir del obli-
gado. Si el deudor cumple porque ha sido victima de un engafio o
porque ha sufrido un error, supuesto que exista una obligacién, el pago
es también vdlido; podrd darse, en tales casos, un ilicito contra la li-
bertad individual e incluso un deber de indemnizar los dafios que de
tal ilicito puedan detivar, pero de ello no se sigue necesariamente
la invalidez del pago (31).

Y es que en el cumplimiento de las obligaciones la voluntad del
deudor, igual que antes tuvimos ocasién de considerar respecto a la
voluntad del acreedor, aunque presente y operativa, juega un papel
distinto del que le corresponde en la estricta esfera del negocio juri-

(31) Dfez-Picazo, Fundamentos de Derecho civil patrimonial, I, Madrid,
1983, pag. 623.
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dico, hasta el punto de que su tratamiento juridico escasamente tiene
conexién con el que le es propio respecto a éste. Algo que resalta
sobremanera si se advierte, segin hace notar Lacruz Berdejo, que en
las obligaciones de no hacer cabe imaginar la observancia de la con-
ducta debida incluso sin conciencia de ser deudor (32), porque por
mds que el pago presuponga la presencia y actuacién de los dos sujetos
que dan vida a la relacién juridica obligatoria, lo que se coloca en pri-
mer plano y sirve para caracterizar la figura es el hecho de que haya
tenido ejecucién real la prestacién adeudada, esto es, prepondera en €l
el elemento objetivo de la realizacién del débito sobre el subjetivo de
la voluntad del deudor al respecto. De manera tal que mientras puede
haber pago aunque existan defectos en la esfera intencional del obli-
gado, no lo habrd en cambio cuando los mismos afecten al objeto de
la obligacién, caso de que el acreedor se niegue a admitirlos.

Y ello no tanto, segiin pretende Diez-Picazo, porque para la efica-
cia del pago se requiera mds la objetiva existencia de una deuda pre-
via que la libertad y espontaneidad de la voluntad de cumplit del deu-
dor, sino porque en la vida de la obligacién nacida de negocio juridico
el juego de los factores de voluntad y actuacién tiene asignado un mar-
co preciso y légico: clara preponderancia del elemento intencional a la
hora de constituir el vinculo obligatorio y sensible preferencia del
dato fictico de Ja conducta del deudor en el momento de contemplar
su extincién mediante cumplimiento. Lo que no excluye que en una
y otra fase puedan confluir ambos factores, pero sin que ello suponga
la marginacién o el oscurecimiento del hecho del comportamiento rea!
del deudor en aras de la primacfa del elemento volitivo. A la hora del
cumplir, lo que cuenta es el resultado, mientras que en el momento
de constituir, lo determinante es el animus de los sujetos.

Frente a lo expuesto se podrd alegar que al establecer el articulo
1.160 del Cédigo civil espafiol que «en las obligaciones de dar no sers
vélido el pago hecho por quien no tenga la libre disposicién de la cosa
debida y capacidad para enajenarla», parece exigirse en nuestto orde-
namiento el cardcter voluntario del pago, esto es, que al requerirse las
mismas condiciones que se precisan en la voluntad negocial, en el cum-
plimiento de las obligaciones no sélo harfa falta la intencién de cum-
plir por parte del deudor, sino que ésta conformarfa a aquél como un
genuino negocio juridico unilateral: el negocio juridico de cumplimiento.

En realidad, aqui se confunden acto de cumplimiento y acto de
transferencia. Si el primero girase exclusivamente, cual ocurre en todo
negocio juridico, en torno al eje de la voluntad del deudor, carecerfa
de sentido la norma del articulo 1.160 porque lo mismo cabria exigir
en las obligaciones que no fueran de dar, ya que la capacidad del su-
jeto es elemento integrador de la voluntad negocial. En consecuencia,
de dicho precepto no cabe detivar apoyo alguno en pro de la necesidad
de la voluntad de cumplir del deudor en el pago, pues, como sefiala
Beltrdn de Heredia, la capacidad no se exige en las obligaciones de dar

(32) Lacruz BERrpEJO, Elementos..., II-1, op. cit., pag. 80.
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porque lo requiera el acto de cumplimiento, sino como presupuesto
de la transferencia.

Es decir, mientras, el acto estricto de cumplimiento no exige una
especial voluntad al respecto (el anmimus solvendi), el acto de trans-
ferencia si precisa necesariamente del animus transferendi, por lo que
se explica que este segundo sélo pueda considerarse vilido cuando lo
protagonice un sujeto capaz. En tal sentido, y con gran presién, Lacruz
Berdejo resalta que el cumplimiento en si es vélido con tal que, obje-
tivamente, se ajuste al tenor de la obligacién, pero cuando se realiza
mediante una declaracién de voluntad, el declarante habrd de ser ca-
paz y su voluntad exenta de vicios (33). Hay que recordar en este
punto la peculiar manera de adquisicién de los derechos reales en el
sistema espafiol (arts. 609 y 1.095 C. c.) que, al conformar las obliga-
ciones dar como obligaciones de transferir la propiedad o de constituir
o transferir un ius in re aliena, exige que el acto de cumplimiento se
tenga que materializar a través de la traditio y ésta, como es sabido,
supone la entrega de la posesién con 4nimo de transmitir la propiedad
{0 al derecho real de que se trate).

La explicacién es, pues, exactamente la contraria de la que se pre-
tende. Como el cumplimiento no exige la voluntad del deudor, la ley
nada dice respecto a la capacidad de éste y ausencia de vicios en su
4nimo solutorio, mas cuando por tratarse de una obligacién de dar el
deudor esté compelido a verificar la #raditio, entonces, como es obvio,
la voluntad precisa para conformar ésta deberd emanar de persona capaz
y estar exenta de defectos, pero sin que ello genere confusién alguna
porque, aun en este supuesto extremo, siempre cabri distinguir entre
la voluntad de cumplir del deudor y la voluntad que integra al modo
transmisivo, secundarfa la primera e imprescindible la segunda. Aparte
de que aunque se embebiera aquélla en ésta, dificilmente se podria
afirmar que el pago tiene naturaleza de negocio juridico unilateral, ya
que la traditio exige la voluntad concorde de las partes de transmitir
y adquitir la propiedad y ello nos coloca fuera de aquella variedad
negocial (34).

Lo mismo ocurrird cuando la obligacién consista en la celebracién
de un determinado contrato. Aqui también podri distinguirse entre la
voluntad de cumplimiento por parte del deudor y la voluntad (rectius,
voluntades de las partes) que serd precisa para la conclusién del con-
trato contemplado, esto es, entre la voluntad presente en la obligacién
de contratar y la necesaria en el contrato mismo. Mientras la primera
no tiene por qué ser distinta de la que exista en el momento del cum-

(33) Ibid.,, pag. 81.

(34) Es lo que le ocurre a Nart, quien tras sefialar que el «pago es un feno-
meno juridico que consistirA en un hecho positivo o negativo en un nego-
cio juridico unilateral o en un negocio juridico bilateral», afiade que «siem-
pre sera de este tipo en las obligaciones de dar, porque no basta con que el deu-
dor quiera dar: es preciso que dé. Y que dé al acreedor (o a quien haga sus
veces); por tanto, es preciso que el acreedor reciba, que colabore al pago.
Y para ello, que previamente conozca y apruebe la prestacién que se le
ofrece»: Pago por consignacién, en Revista de Derecho privado, 1961, péa-
gina 207.
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plimiento de cualquier obligacién, la segunda debe estar adornada de
todas las cualidades que exige la vilida celebracién del contrato (ca-
pacidad, carencia de vicios, forma, etc.), ya que en uno y otro caso, lo
mismo que antes vefamos respecto a la fraditio, nos encontramos en
campos donde la voluntad del interviniente tiene muy distinta natu-
raleza y funcién, pues una cosa es que se tenga o no intencién de cum-
plir y otra, particularmente diferente, que no se pueda prescindir de
la voluntad del deudor cuando el cumplimiento deba efectuarse me-
diante la celebracién de un contrato.

Al no distinguirse con nitidez se llega a conclusiones incorrectas
en la interpretacién del articulo 1.160 del Cédigo civil y en el enfoque
que debe darse al cumplimiento de la obligacién de contratar (respecto
al cual llega a decir Barbero que la prestacién de cumplir no puede
consistir en la conclusién del contrato, sino nicamente en «mantenerse
presto a concluir»). Por el contrario, cuando se plantea la adecuada
separacién, el panorama se clarifica sobremanera, porque s6lo procede
exigir la recta y entera conformacién de la voluntad en el supuesto de
que el cumplimiento haya de tener lugar mediante la emisién de una
(o varias) declaracién de voluntad. Y en tal sentido tiene especial
relevancia y fuerza clarificadora el pensamiento del profesor Lacruz
Berdejo cuando advierte que «lo mismo vale para la obligacién de ce-
lebrar un contrato (por ejemplo, nacida de un precontrato anteceden-
te, o de un mandato): la eficacia solutoria del otorgamiento debido no
depende de la presencia o ausencia de la intencién de cumplir, me-
diante €1, una obligacién de hacer, sino de la validez del contrato mis-
mo, y por tanto de la concurrencia de la capacidad y la voluntad pre-
cisas en el declarantes. Ldstima que tan clarificadoras palabras queden
un tanto en entredicho cuando unas lineas después el mismo civilista
sostiene que «acaso la solucién que concilia mejor las orientaciones del
Cédigo y los intereses en presencia sea la de interpretar la conducta
del deudor conforme con el tenor de la obligacién como voluntad de
cumplimiento, tanto si est4 vinculada a la prestacién de una declara-
cién de voluntad, como a un hacer de otra clase o a una simple
omisién» (35).

Aparte de las puntualizaciones adelantadas, quizd buena parte de
la confusién dogmitica que entrafia la consideracién del pago como
negocio juridico se dcba a haber prescindido en el tratamiento de la
cuestién de aspectos sencillos que estdn en la base de la misma. Y es
que plantear el cumplimiento de las obligaciones nacidas negocialmen-
te como un nuevo negocio juridico tiene algo de contradictorio y pa-
radéiico v puede conducir a conclusiones absurdas,

En efecto, cuando se concluye un negocio juridico del que derivan
obligaciones, se ha puesto en funcionamiento un mecanismo que abarca
el ciclo vital integro de éstas y que no precisa, en principio, de ayudas
ajenas porque puede por si solo realizar el «programa de prestacién»
previsto en aquél. Realmente tiene poco sentido partir del hecho de
que el nacimiento de la obligacién requiere de la conclusién de un

(35) Ibid.
15
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determinado negocio, para acabar sosteniendo que el cumplimiento y
subsiguiente extincién de esta misma obligacién exigirdn asimismo un
nuevo negocio ahora orientado a su desaparicién. Se trataria de una
rediviva y anémala aplicacién del viejo principio quiritario del con-
trarius actus (quibuscumque modis obligamur iisdem in contrarium ac-
tis liberamur), que si tuvo sentido cuando al nacer la obligatio de actos
juridicos solemnes (#exum stipulatio) hacia falta para su extincién otro
acto formal de solemnidad simétrica y sentido contrario a aquel del
cual surgi$ (nexi liberatio, acceptilatio) (36), escasamente lo tiene hoy
cuando se han perdido aquellos rigores formalistas y la extincién de
las obligaciones negociales se ve como la consuncién natural de los
efectos contemplados.

Que el acto de extincién tenga la misma naturaleza que el acto
de constitucién equivale a contemplar bajo 12 misma luz dos realida-
des particularmente diferentes, pues si bien es cierto que el nacimiento
de una relacién juridica obligatoria precisard de un acontecer, en este
caso el negocio juridico enrumbado al mismo, el cumplimiento de di-
cha obligacién no tiene por qué requerir un acto de similar naturaleza
y sentido contrario, ya que no es otra cosa que la simple, normal y
necesaria materializacién de su ciclo vital previsto. Si las obligaciones
nacen para morir y su muerte natural viene dada por el cumplimiento,
no parece légico que este evento exija la puesta en escena de una
voluntad negocial (el animus solvendi) similar a la que determiné la
constitucién de aquéllas, aunque sblo fueta por la consideracién, que
resalta Beltrdn de Heredia, de que el efecto que producirfa esa voluntad
(la extincién de vinculo) no es el querido por el agente, que lo tnico
que pretende es cumplir, esto es, actuar el contenido de la obliga-
cién (37).

Claro que puede existir un contrato extintivo, pero la figura tiene
muy poco que ver con el cumplimiento de las obligaciones stricto
sensu, sino que mis bien ayuda a la demostracién de la naturaleza no
negocial del pago, porque si para extinguir obligaciones que no fueron
satisfechas debe recurrirse a la celebracién de un contrato ad hoc,
parece obvio que cuando las mismas sean cumplidas regularmente no
nos hallemos en la esfera negocial, ya que si no fuera asf, ;cémo dis-
tinguir dogmdticamente un supuesto de otro? Como bien dice Her-
nédndez-Gil, el cumplimiento ha de considerarse de ordinario en cone-
xi6n con el negocio juridico que determine el nacimiento de la obliga-
cién, de manera que la ordenacién légica del proceso es: negocio ju-
ridico, obligacién y extincién, sin que sea posible ver en el cumpli-
miento otro negocio juridico distinto y autéromo de aquél del que
procede Ia obligacién (38).

Claro también que la prestacién debida puede consistir en la reali-
zacién por el deudor de un negocio juridico, tal cual ocurre en el su-
puesto que surge del contrato preliminar o precontrato y puede ocu-

(36) CristoBAL MONTES, Derecho romano..., op. cit,, pags. T47-748.
(37) BeLTRAN DE HEREDIA, El cumplimiento..., op. cit,, pag. 118.
(38) HErNANDEZ-GIL, Derecho de obligaciones, op. cit., pag. 281.
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rrir en el caso del contrato de mandato cuando el mandatario se haya
comprometido a la realizacién de negocios juridicos para dar ejecucién
al encargo recibido; pues bien, como se ha sefialado con anterioridad,
ni siquiera en estas hipétesis puede afirmarse que el cumplimiento de
la obligacién por parte del deudor constituya «negocio juridico, sino
tan sélo que el mismo ha de tener verificacién, por exigitlo asi la
propia naturaleza de la prestacién, mediante el perfeccionamiento del
oportuno negocio juridico, y siempre podrd y deberd distinguirse entre
la voluntad dirigida a cumplir el débito (el animus solvendi) y la vo-
luntad (o voluntades) que institucionalmente se precisa para conformar
el negocio del cumplimiento. Es decir, segin también sefiala el mismo
Hernédndez-Gil, en estos casos y en otros semejantes no se trata de que
el cumplimiento sea en si un negocio juridico, sino que consiste en la
realizacién de negocio; no es el negocio juridico el continente del cum-
plimiento, sino el contenido (39).

Como por otro lado tampoco tendria demasiado sentido que en el
supuesto comiin de que de un solo negocio juridico nazcan varias obli-
gaciones que sean objeto de ejecucién diferenciada y auténoma hubiera
que enfrentar la consumacién de los efectos de aquél a través de una
pluralidad de negocios juridicos independientes que contrastarfa con la
unidad en el nacimiento. Un solo negocio jurfdico para constituir los
varios vinculos y tantos negocios juridicos de cumplimiento cuanto los
mismos sean para proceder a su extincién. Hasta de acuerdo a su ele-
mental principio de economia juridica y de armonizacién de los medios
con los fines semejante construccién resulta harto extrafia y singular.

Parece, pues, en definitiva, que igual que antes se vio en relacién a
la voluntad de aceptar del acreedor o awimus accipiendi, que no se
precisa para la correcta configuracién del cumplimiento obligacional,
tampoco la voluntad de cumplir del deudor o animus solvendi hace falta
a los mismos efectos, porque la ley lo que toma en cuenta primaria y
fundamentalmente para estimar cumplida una obligacién es la objetiva
verificacién de la prestacién debida. Ahora bien, si no se requiere la
voluntad del acreedor no se puede hablar de contrato, y si cabe pres-
cindir de la voluntad del deudor ni siquiera podri hablarse de ne-
gocio juridico unilateral como naturaleza del pago, en cuanto la posible
presencia del elemento volitivo nunca revestird el cardcter y funcién
aue por definicién misma se le asigna en el 4mbito del negocio juridico.
De todo ello debe seguirse, segin hace notar Diez-Picazo, «que aun en
aquellos casos en que la lev valora el pago como acto de personas ca-
paces y como acto realizado consciente v voluntariamente. la valora-
cién de la capacidad, de la consciencia y de la voluntad es diferente de
la que se otorga en tema de negocio juridico» (40).

(39) Ibid.,, pag. 288.
(40) Dfez-Picazo, Fundamentos..., I, op. cit.,, pag. 623.
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C) El cumplimiento de la obligacién como realizacién del mandato
legal o como acto debido

La primera de esas tesis ha contado y cuenta con numerosos defen-
sores, tanto fuera de Espafia (Heck, Hedemann, Chiovenda, Trabuc-
chi, etc.) como dentro de ella (Pérez Gonzilez y Alguer, Puig Peiia,
De Buen, Castdn, etc.). Segtin este ltimo autor, por ejemplo, el pago
no es mds que la realizacién del mandato de la norma dirigido al deudor,
es decir, la realizacién del contenido de la obligacién por el deudor
que en cuanto tal no tiene cardcter de negocio juridico.

Asi, sefiala, que en todos aquellos casos en que el deudor puede
realizar su prestacién sin cooperacién alguna del acreedor (como suce-
de cuando se trata de deberes de omisién y de muchas prestaciones de
servicios), hay cumplimiento por la mera actuacién del obligado. Pero
en aquellos otros casos en los que la prestacién sélo pueda realizarse
mediante un negocio juridico (por ejemplo, la transmisién de una cosa
o de un crédito), el pago presupone la capacidad de celebrar negocios
juridicos y la declaracién de una especial voluntad de extinguir la
obligacién (41).

Decir que el pago no es mds que la realizacién del mandato de la
norma dirigido al deudor, con ser verdad, no constituye, en cambio,
la exacta configuracién del fendmeno en estudio, porque si bien es
cierto que la ley exige el cumplimiento por el deudor de las relaciones
obligatorias que le vinculan, lo mismo ocurre respecto a otros debetes
que no constituyen estrictas obligationes y, en general, en todo caso
en que el mandato legal reclama una determinada actuacién aunque
nos hallemos fuera del vincalum iuris u obligatorio. En todos estos
tltimos supuestos dificilmente cabria hablar de pago cuando el des-
tinatario del imperativo legal hace lo que estd ordenado hacer, y, sin
embargo, su naturaleza serd exactamente la misma que la del supuesto
en que el deudor ejecuta la prestacién debida. ; Cémo distinguir, por
tanto, unos casos de otros?

Por otro lado, al menos que se vea la obligacién como lex privata
(algo que no serfa cierto respecto a las obligaciones extracontractuales),
no es del todo exacto afirmar que el deudor cuando actda se estd li-
mitando al mero cumplimiento de la norma que le vincula, v no lo
es porque, aunque exista un mandato juridico general, su deber de
actuacién concreta surge precisamente del hecho de ser el sujeto pa-
sivo de una relacién juridica obligacional que, por definicién, compele
a observar la conducta debida, pero, sobre todo, porque semejante
concepcién reconducirfa todas las obligaciones a la esfera del genérico
deber impuesto por la ley.

Isualmente rechazable es la tesis de que en aquellos casos en que
la prestacién s6lo pueda realizarse mediante un negocio juridico esta-
remos siempre en este tltimo campo. Las razones ya las hemos expuesto
ron profusién en las pdginas anteriores y podrian resumirse en la idea

(41) CastAn ToBeNAs, Derecho civil espaiiol, comun y foral, 1II, Madrid,
1978, pag. 351.
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de que el hecho de que el cumplimiento se materialice a través de la
celebracién de un negocio juridico no supone que su naturaleza ju-
ridica sea precisamente ésta, pues dogmdticamente una cosa es el cum-
plimiento en sf (nocién abstracta) y otra la forma o formas por las que
el mismo tiene realizacién (aspectos concretos). Que una determinada
obligacién precise para su cumplimiento la conclusién de un negocio
por el deudor no transforma a dicho cumplimiento, a su vez, en nego-
cio juridico: «Cuando el resultado de la prestacién sélo puede ser pro-
ducido a través de un negocio juridico —aclara Larenz— entonces di-
cho negocio juridico es parte de la actuacién del deudor para cumplir
la prestacién y no un especial contrato de cumplimiento tendente a
ella» (42).

Aparte de la consideracién fundamental de que el pago como ins-
titucidén unitaria y diferenciada debe tener una sola y siempre misma
naturaleza juridica, mientras que segin el parecer que se comenta en
unos casos nos hallarfamos ante la simple ejecucién del mandato legal
por parte del deudor, mientras en otros éste concluiria un negocio
juridico, siempre a los mismos efectos y bajo los mismos postulados,
algo que romperfa la unidad de la figura y vendria a establecer la se-
paracién estructural sin una diferencia dogmaéticamente apreciable.

Carnelutti, dentro de su visién cuatripartita de los actos juridicos,
considera que el cumplimiento de la obligacidén entrafia la realizacién
de un acto debido, especie ésta caracterizada por la nota de la falta de
libertad del agente, ya que la voluntad del deudor estd vinculada por
la existencia de la obligacién y el mismo se encuentra, por tanto, en
un estado de presién psicolégica (43). Y, en similar direccién, Nicold
afirma que el cumplimiento no puede ser un acto negocial porque la
actividad del deudor estd vinculada por la existencia de la obligacién
y su voluntad no es juridicamente libre de provocar o no la produccién
de efectos jurfdicos, ya que éstos pueden conseguirse independiente-
mente y aun contra la voluntad del deudor (44).

A la construccién resefiada se le ha objetado que cuando se afirma
que el acto es debido se estd indicando la relacién de sujecién del
deudor, lo cual no impide el que se puede indagar a continuacién si
se trata de un negocio juridico, de una participacién de representacion
0 de un simple acto material, amén de que el denominado «estado
de presién psicoldgica», tipico del acto debido, no es absolutamente
incompatible con el concepto de negocio, tal cual ocurriria, en el sentir
de Longo, en el caso de una compraventa entre coherederos a quien
el testador impuso la obligacién de efectuarla.

Barbero ha hecho notar que el ser o no debido es algo que atafie
a la naturaleza, y no se ve por qué no pueda ser debido también un
acto negocial. Por lo que, en su opinién, si bien la calificacién de de-
bido da una naturaleza al acto en cuanto lo caracteriza como necesario,

(42) Larenz, Derecho de obligaciones, 1, op. cit., pags. 411.

(43) CarneLutti, Negozio juridico, atto illecito e atto dovuto, en Rivista
del Diritto commerciale, 1923, 1, pags. 356 y ss.; Teoria general del Derecho,
Madrid, 1955, pag. 290.

(44) Nicord, L'adempimento dell’'obbligo altrui, Milan, 1936, pags. 140 y ss.
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en vez de libre, en cambio no decide respecto a su naturaleza estruc-
tural, es decir, si es contrato, negocio unilateral o mero acto juridi-
co (45). Aunque no se acierte a comprender bien esa presunta dis-
tincién entre naturaleza funcional y naturaleza estructural, los alegatos
de Barbero encierran una critica exacta de la teoria de Carnelutti,

Que el comportamiento del deudor, preciso para cumplit la obli-
gacién y provocar la satisfaccién del derecho del acreedor y la extin-
cién del débito, sea algo que no depende de su irrestricta y libre vo-
luntad es evidente en cuanto estd vinculado a su realizacién, pero de
ahi no puede derivarse, en verdad, que con ese solo sefialamiento quede
precisada la naturaleza juridica del pago y se pueda afirmar que ésta
es la de un acto debido, porque no se ha descendido a indagar cuil
es la verdadera sustancia de dicho comportamiento. Con la teoria del
acto debido se acierta a sefialar que el cumplimiento de la obligacién
no es un acto voluntario y libre (con lo cual podria conformarse como
genuino negocio juridico), pero no se acierta a explicitar qué es real-
mente, porque matizar tan sélo que se trata de un acto debido es avan-
zar poca cosa en la indagacién de su naturaleza juridica, de la misma
manera que cuando se sefiala que un determinado acto es voluntario
no se adelanta respecto a la sustancia juridica del mismo. La esponta-
neidad o no de una actuacién con repercusiones juridicas atafie a la
manera de manifestacién de los actos, pero por si sola no sirve para
determinar exactamente la nafura inris de los mismos.

Es decir, la construccién del acto debido sirve tan sdlo para acre-
ditar que el cumplimiento no puede ser negocio juridico (Barbero no
advierte la contradictio in terminis que entrafia su afirmacién «no se
ve por qué no pueda ser debido también un acto negocial»), y, en tal
sentido, es correcta la aseveracién de Nicold de que la voluntad del
deudor no es juridicamente libre de originar o no la produccién de
efectos juridicos, pero escasamente ayuda a conocer cudl es la esencia
o calificacién juridica de dicho cumplimiento, pues partiendo de un
dato externo real no acierta a penetrar en el interior del pago. Incluso,
se ponen muy serios inconvenientes a la hora de intentar esta tarea,
pues no parece que la misma pudiera verse ayudada con ideas de tan
poca entrafia juridica como la de «estado de presién psicolégica» que
utiliza Carnelutti para referirse a la peculiar situacién del deudor.

En nuestra Patria, la tesis del genial autor italiano ha tenido alguna
limitada recepcién. Es el caso de Pinto Ruiz, para quien en las obli-
gaciones positivas de dar o hacer, o en aquellas en que se exija la
colaboracién del acreedor, jamds el pago serd un negocio juridico, sino
simplemente un acto debido. A la hora de dar cumplimiento a una
obligacién, no se trata de que el acreedor tenga que consentir el pago
(ya se ha dicho que la recepcién de lo pagado no puede equipararse
a una declaracién de voluntad de aceptacién), sino «de que compruebe
que la cosa a entregar o prestacién a realizar sea la misma a que se
obligé el deudor» (46). También para Diez-Picazo, aunque sin mayores

(45) BARBERO, Sistema..., III, op cit., pags. 4041.

(46) Pinto Ruiz, Naturaleza juridica del pago, en Revista Juridica de
Catalunia, 1949, péags. 224 y ss.
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explicaciones o argumentos al respecto, desde el punto de vista de su
naturaleza juridica, «el pago en cuanto tal es un acto juridico, y mds
concretamente, lo que en la doctrina se ha llamado un acto debido» (47).

D) El cumplimiento de la obligacién como simple acto juridico

La sucesiva clausura de las distintas vias que se han ido exponien-
do en torno a la naturaleza juridica del pago nos reconduce de manera
inexorable a la que fue en el tiempo la primera y més tradicional forma
de contemplar aquél: la configuracién del cumplimiento obligacional
como simple acto juridico, esto es, un hecho o acontecer caracterizado
por la produccién de consecuencia juridicas. Esta formulaién que en-
cuentra su mds claro desarrollo en el pensamiento de Kretschmar y
Boehmer ha sido defendida por numerosos civilistas de Alemania (Es-
ser, Siber, Leonhard, Heck, Larenz, Nikisch, Staudinger, Kohler, etc.),
Ttalia (Martorana, Allara, etc.) y Espafia (Herndndez-Gil, Diez-Picazo,
Beltrin de Heredia, Puig Brutau, etc.).

Sabido es que segin sea o no relevante la voluntad humana para
la produccién de los efectos juridicos, los hechos se clasifican en actos
juridicos y hechos juridicos en sentido estricto, y que los primeros se
caracterizan por la existencia de la actuacién humana, la voluntad
consciente, la exteriorizacién de dicha voluntad y la generacién de
efectos juridicos (48). Siendo preciso, pues, el querer del agente, hay
casos en que las consecuencias juridicas se producen por la mera exis-
tencia del acto y otros, en cambio, en que amén de la voluntad ge-
nérica hace falta, como dice Trabucchi, otra voluntad especifica di-
rigida a producir los efectos juridicos que se derivan del acto (49). En-
tramos as{ en la subdivisién entre actos jutidicos estrictos y negocios
juridicos.

Si actos juridicos son aquellos que para producir efectos juridicos
precisan de una actividad consciente y querida, sucede que tales efec-
tos unas veces se producen ex lege y otras ex voluntate, de manera tal
que cabe estimar, segin la rigurosa terminologia de Santoro Passare-
1li, que si el acto tiene relevancia como mero presupuesto de efectos
predispuestos por la ley pertenece a la categoria de los actos juridicos
en sentido estricto, pero si, por el contrario, el acto tiene relevancia
como expresién de una voluntad dirigida a la produccién de efectos
pertenece a la categoria de los actos de voluntad o negocios juri-
dicos (50).

¢Quid iuris respecto al cumplimiento de las obligaciones? Ya he-
mos visto las dificultades que entrafia el intentar conformar el pago
como negocio juridico, aunque sea como negocio juridico unilateral por
requerir tan sélo la voluntad negocial del solvens. Sin duda que cuando

(47) DiEz-Picazo, Fundamentos..., 1, op. cit., pdg. 622.

(48) CastAN ToBENAS, Derecho civil espaiiol, comun y foral, 12, Madrid,
1984, pag. 668.

(49) TrasuccH1, Instituciones de Derecho civil, I, Madrid, 1967, péag. 145.

(50) SaNTORO PASSARELLI, Doctrinas generales del Derecho civil, Madrid,
1964, pag. 113.
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el deudor realiza la prestacién debida estamos en presencia de una
actividad consciente y voluntaria, en cuanto el mismo conoce su sfatus,
la naturaleza del acto que ejecuta y los efectos que del mismo se van
a derivar, pero todo ello no conforma su actuacién como genuino ne-
gocio juridico en razén de que son otras las consideraciones que la ley
toma en cuenta a la hora de contemplar el supuesto en estudio.

En efecto, aun prescindiendo de aquellos casos (también son pago)
en que la satisfaccién del interés del acreedor y consecuente extincién
del vinculo se producen con independencia del actuat del deudor (ar-
ticulo 1.158 C. c.) y del grado de conocimiento y voluntad que anime
a &ste, lo cierto es que en los supuestos estrictos en que el cumplimien-
to obligacional tiene lugar mediante la exacta verificacién de la pres-
tacién debida por parte de un deudor que conoce y quiere hacer lo
que estd haciendo, tampoco cabe reconducir la situacién hacia el cam-
po del negocio juridico, porque contra ello conspiran poderosas e in-
salvables razones.

En primer término, porque las consecuencias juridicas de seme-
jante evento no se producen en funcién de que asi hayan sido con-
templadas por el agente, sino por simple determinacién legal, como
resultado mecdnico o forzoso una vez que ficticamente han tenido ve-
rificacién las circunstancias condicionantes de aquéllos. En segundo
lugar, porque el animus solvendi del deudor, segin hemos tenido oca-
sién de considerar, nunca llega a conformarse como una auténtica de-
claracién de voluntad negocial, en cuanto no pasa de tener otra con-
textura que la simple de elemento volitivo, presente, por definicién,
en todo acto juridico. Y, finalmente, porque la contemplacién gené-
rica que la ley hace del fenémeno del cumplimiento estd ciertamente
sesgada hacia el lado del acreedor, pero no para dar primacfa a su
voluntad (algo que tampoco ocurre), sino para atender de manera pre-
ferente al hecho objetivo de que su derecho de crédito tenga efectiva
y cumplida satisfaccién.

De lo que se trata es de que el «programa de prestacién» previsto
en la relacién obligatoria tenga realizacién cabal y esta consideracién
se superpone y prevalece sobre cualquier otra.

Claro que, normalmente, para que tal acontecer tenga lugar hace
falta la participacién del sujeto obligado, algo que, a su vez, requiere
la consciencia y voluntad del mismo, pero de ello no cabe derivar que
por la sola presencia del acto voluntario del deudor se trastorne el
supuesto y pase a tener la consideracién de elemento determinante y
configurador lo que tan sélo es mero presupuesto de algo que la norma
coloca en primario y relevante lugar: la realizacién de la prestacién
adeudada.

No debe extrafiar, en consecuencia, que el cumplimiento de la
obligacién no pueda conceptuarse en ningin caso como negocio juti-
dico porque en él la voluntad no juega el papel ni precisa de los facto
res que son caracteristicos en éste. Los efectos tipicos del pago no se
producen en funcién de que a ellos se enrumbe la voluntad del deudor,
algo que puede perfectamente fallar sin que se alteren de manera sen-
sible las consecuencias del acto, sino tan sélo en razén de que objeti-
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vamente se han realizado unos comportamientos que ab initio habian
sido previstos. Como atinadamente advierte Kretschmar, el cumplimien-
to es un acto real de extincién que libera al deudor porque convierte
en realidad la prestacién debida, En él preponderan, sin duda, los
elementos objetivos sobre los meramente subjetivos o voluntaristas.

Todas estas consideraciones nos van a conducir indefectiblemente
a la conclusién de que la cualificacién dogmitica del pago no puede
ser otra que la de acto juridico simple o estricto. El deudor que al eje-
cutar la prestacién debida cumple la obligacién no est4d celebrando ne-
gocio juridico alguno, ni siquiera de naturaleza extintiva, pues lo tni-
co que ocurre es que ha puesto en funcionamiento un mecanismo que
estructuralmente precisa de su actuacién y al que ex lege estdn asig-
nados unos efectos constantes y necesarios. El pago normal precisa
que la persona contemplada como sujeto pasivo de la obligacién rea-
lice la conducta que debe observar; ahora bien, la verificacién de
dicha conducta en cuanto productora de determinados efectos juridi-
cos y en cuanto entrafia la necesaria presencia de la voluntad humana
supone la conformacién de un acto juridico estricto; pero el paso sub-
siguiente que consistiria en exigir una declaracién de voluntad por
parte del solvens y el ligar a ésta la produccién de los efectos juridicos
acaecidos es algo que ni resulta necesario ni aun siquiera conveniente
para la recta definicién del hecho solutorio.

Que cuando un deudor realiza la prestacién debida estamos mds
alld de un simple hecho juridico es algo que se revela sin esfuerzo,
habida cuenta de que por mds que los efectos juridicos se produzcan
por determinacién de la norma, tales efectos estdn subordinados por
la propia norma a la conciencia y voluntad del hecho por parte del
agente. La accién precisa de un elemento psiquico en cuanto supone
la puesta en funcionamiento de un programa de actuacién que desde
su origen fue contemplado en funcién del comportamiento del sujeto
obligado. La conciencia y la voluntad del deudor, en cuanto estados
internos del mismo, sirven precisamente para que el hecho de éste
adquiera la superior consideracién de acto juridico.

Lo que no cabe dar es el paso subsiguiente y entrar en la esfera
del negocio juridico porque entonces se pone a jugar al animus sol-
vendi un papel que no le corresponde y se le asigna una naturaleza
que evidentemente no tiene ni precisa. De la misma manera que el
animus accipiendi no constituye una genuina manifestacién de voluntad
(lo que excluye la tesis del contrato de cumplimiento), tampoco lo es
el animus solvendi, porque la ley a la hora de contemplar la satisfac-
cién del derecho del acreedor no se fija tanto en el especial estado
de 4nimo del deudor sino en las caracteristicas objetivas de la con-
ducta que observa, pues, como bien dice Diez-Picazo, en esta materia
la voluntad no es especialmente valorada por el ordenamiento juridico.

De otra manera, resultarfa harto insélita la configuracién del pago
como negocio juridico cuando su efecto tipico (la extincién del vinculo
obligatorio) no tiene por qué ser requerido directamente por el deudor,
en cuanto éste no pretende otra cosa que cumplir, esto es, actuar el
contenido de la obligacién. Semejante circunstancia determinarfa, segin
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resefia Beltrdn de Heredia, que el efecto juridico producido no fuese
congruente con el contenido de la voluntad, y, en consecuencia, que
viniesen a faltar los requisitos esenciales mismos del negocio juridico
que giran en torno de aquella eficacia y de su congruencia con la
voluntad del agente (51).

Aparte de que si los negocios juridicos son actos de autonomia
privada, en cuanto por su través los efectos son determinados por la
voluntad de los sujetos mediante la oportuna autorizacién del orde-
namiento juridico, no se alcanza a ver cémo el pago podrd modelarse
como auténtico negocio juridico en cuanto en él nos movemos fuera
del estricto campo de la autonomia privada. Y no tanto porque no va-
yan a existir la libertad y la espontaneidad de la voluntad de cumplir
del deudor, sino porque la referencia y el engarce con la esfera de la
autonomia privada tienen sentido a la hora de contemplar el nacimiento
de las relaciones obligatorias, pero carecen de €l si tan sélo se atiende
a su desaparicién mediante la ejecucién del objeto del vinculo. Y ello
no porque estemos en presencia de uno de los llamados actos debidos,
algo que anteriormente se ha rechazado, sino en virtud de que no
existe justificacién para poner en juego el concepto de la autonomia
privada cuando se contempla la desaparicién de unas relaciones que,
en la mayorfa de los casos, habrdn surgido en funcién del mismo.

Lo realizacién exacta y cabal de la prestacién debida en que el
pago consiste, dogméticamente no da para mds que para su estructu-
racién como acte juridico estricto, pero es que tampoco, desde el punto
de vista del cometido y funcién del cumplimiento, hace falta mds, ya
que su presentacién como auténtico negocio juridico supondrfa un es-
fuerzo desproporcionado y el forzamiento de las categorfas conceptua-
les para algo que encuentra cumplida explicacién por otras vias menos
exigentes. El cumplimiento de las obligaciones es un mero acto juridico
y no precisa de mds sencillamente porque quien lo realiza no desea
otra cosa que remover el obstdculo existente para que se produzcan los
efectos legalmente determinados, por lo que parece que no debe exis-
tir mayor obstdculo para aceptar la férmula que propone Beltrin de
Heredia cuando dice que «el cumplimiento es un simple acto juridico,
voluntario en cuanto acto humano, pero carente de la espontaneidad
de origen, de estructura y de funcién tipica en los negocios juridicoss.

No distinta es la postura de Larenz al defender la que denomina
«teorfa de la ejecucién real de la prestacién» y sefialar que «el cum-
plimiento exige siempre la produccién del resultado de la prestacién
mediante una actuacién encaminada a obtenerlo y que en forma recog-
noscible cotresponde al obrar debido» (52). Bajo una terminologfa més
alambicada, el profesor alemdn nos viene a decir que el pago no es
otra cosa que la simple realizacién de un acto juridico, pues sus con-
secuencias juridicas se determinan ex lege y de su seno queda ausente
el juego de la autonomia privada.

(51) BELTRAN DE HEREDIA, EI cumplimiento..., op. cit., pag. 118.
(52) Larenz, Derecho de obligaciones 1, op. cit., pags. 410-411.



